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I. RESUMEN DE LA RESOLUCION

SENTENCIA que se emite dentro de los autos del expediente

número TJA/SaSERA/JDN -13912024, promovido por

; contra actos de Agente de Tránsito Manuel

Barrientos Campos, Adscrito a la Dirección de Policía Vial

de la Secretaría de Protección y Auxilio Ciudadano del

Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos y otro; en la que se

declara que son fundados los argumentos hechos valer por el

actor en contra de las autoridades demandadas; por ello con

fundamento en lo previsto por la fracción ll del artículo 4 de la

LJUSTICIAADMVAEM, se declara la nulidad lisa y llana del

acta de infracción número de folio 8115, de fecha tres de mayo

del dos mil veinticuatro, y se le condena a rembolsar a la parte

actora, , las cantidades de

 y

), por concepto de arrastre,

maniobras de salvamento, levantamiento de inventario y cuota

de uso de corralón e infracción número , de fecha tres de

mayo de dos mil veinticuatro, respectivamente, se condena a

las demandadas a la devolución de las cantidades enteradas

debidamente actualizadas así como el pago de intereses, con

base en lo siguiente:

2. GLOSARIO
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1l  ,

Agente Vial Autopatrullero

Adscrito a la Dirección de Policía

Vial de Ia Secretaría de

Protección y Auxilio Ciudadano

de Cuernavaca, Morelosl; y

Autoridades

demandadas:

2l Tesorero

Ayuntamiento

Morelos.

Municipal del

de Cuernavaca,

Acto lmpugnado: "... a) La ilegal infracción de tránsito con
número de folio 5, levantada a

, el día tres de mayo de
dos mil veinticuatro, por elsupuesfo agente
de tránsito  con
número de placa , adscrito a la
Dirección de Policía Vial de la Secretaría
de Protección y Auxilio Ciudadano del
Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos;

b) El ilegal pago realizado por 
 por ta

cantidad de
 contenida en

la factura serie  folio  de fecha
tres de mayo de dos mil veinticuatro,
emitido por la Tesorería Municipal del
Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos; y

c) El ilegal pago realizado por 
 por la

cantidad de

contenida en la factura serie  folio
 de fecha tres de mayo de dos mil

veinticuatro, emitido por la Tesorería
Municipal del Ayuntamiento de

1 Cargo correcto de conformidad a la contestación de demanda a foja 42 del presente
asunto.
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Cuernavaca, Morelos..." (Sic)

LJUSTICIAADMVAEM: Ley de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos.2

LORGTJAEMO: Ley Orgánica del Tribunal de

J usticia Adm inistrativa del Estado

de Morelos.

CPROCIVILEM: Código Procesal Civil del Estado

Libre y Soberano de Morelos.

REGTRANVIACVA: Reglamento de Tránsito Y

Vialidad para el Municipio de

Cuernavaca, Morelos

Tribunal:

3. ANTECEDENTES DEL CASO

1.- En fecha veintisiete de mayo del dos mil veinticuatro,

compareció la parte actora, por SU propio derecho ante este

Tribunal a promover Juicio de Nulidad. Una vez subsanada la

prevención de la demanda, en fecha tres de junio de dos mi

veinticuatro, se admitió la demanda precisando como actos

impugnados los referidos en el glosario de esta sentencia.

2 publicada el tres de febrero de dos mil dieciséis en el Periódico Oficial "Tierra y

Libertad" 5366.
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Con copias simples de la demanda y documentos que

la acompañaron, se ordenó emplazar a las autoridades

demandadas, para que en un plazo improrrogable de diez

días produjeran contestación a la demanda instaurada en su

contra, con el apercibimiento de Ley.

2.- En proveído de fecha once de julio de dos mil

veinticuatro, se tuvo a las autoridades demandadas, dando

contestación a la demanda entablada en su contra y por

anunciadas las pruebas; se ordenó dar vista a la parte actora

con la contestación de demanda y anexos, por el plazo de tres

días y se le hizo del conocimiento su derecho de ampliar la

demanda.

3.- A través de acuerdo de fecha catorce de agosto de

dos mil veinticuatro, se tuvo a las autoridades demandadas

dando cumplimento al requerimiento efectuado ene al auto de

admisión de demanda; por lo que, se ordenó dar vista a la
parte actora con los anexos, por el plazo de tres días y se le

hizo del conocimiento su derecho de ampliar la demanda.

4.- Por acuerdos de fechas veintiocho de agosto y

doce de septiembre ambos del año dos mil veinticuatro, se

tuvo por precluido el derecho de la parte actora para

desahogar la vista que le fue otorgada por auto de fecha once

de julio de dos mil veinticuatro.

5.- Asimismo, en proveído de fecha diecinueve de

septiembre de dos mil veinticuatro, se tuvo por fenecido el

plazo de quince días para ampliar la demanda otorgado a la

parte actora en auto de fecha catorce de agosto de dos mil
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veinticuatro; en ese sentido, se ordenó abrir el juicio a prueba

por el plazo común de cinco días para las partes.

6.- Previa cerlificación, mediante auto de fecha nueve

de octubre de dos mil veinticuatro, se tuvo por precluido el

derecho de las partes para tal efecto; sin embargo, esta Sala,

para mejor proveer al momento de resolver, admitió las

pruebas documentales exhibidas en autos. Por último, en ese

mismo proveído se señaló fecha para la audiencia de Ley.

7.- Con fecha once de noviembre de dos mil

veinticuatro, se llevó a cabo la audiencia de ley, se hizo

constar la incomparecencia de las partes y dado que las

documentales se desahogaban por su propia y especial

naturaleza y, al no haber incidente pendiente de resolver, se

continuó con la etapa de alegatos, en la cual se advierte que,

por escrito recibido en data ocho de noviembre de dos mil

veinticuatro, con la cuenta 8567, se le tuvo a las autoridades

demandadas por presentados sus alegatos por conducto de

su delegado, mientras que a la parte actora, se les tuvo por

fenecido su derecho para formularlos; acto seguido se declaró

cerrada la instrucción, y se citó para a oír sentencia,la que se

dicta al tenor de los siguientes capítulos:

4. COMPETENCIA

Este Tribunal en Pleno es competente para conocer y resolver

el presente asunto; con fundamento en los artículos 116

fracción V de la Constitución Política de /os Esfados Unidos

Mexicanos, 109 bis de la Constitución Política del Estado Libre

y Soberano de Morelos, 1, 3, 7 , 85, 86 y 89 de la

6



TIA
TR]BUNAL DE JUSTICIA ADMINISTMNVA

DEL ESTADO DE MORETOS

TJA/s"SERA/J DN .1 39 I 2024

LJUSTICIAADMVAEM; 1, 3 fracción lX, 4 fracción lll, 16, 18

inciso B) fracción ll, inciso a) de la LORGTJAEMO.

La parte actora señaló como actos impugnados.

"... a) La ilegal infracción de tránsito con número de folio 
levantada a     
el día fres de mayo de dos mil veinticuatro, por e/ supuesfo agente
de tránsito , con número de placa
07407, adscrito a la Dirección de Policía Vial de la Secretaría de
Protección y Auxilio Ciudadano del Ayuntamiento de Cuernavaca,
Morelos;

b) El ilegal pago realizado por    
 por la cantidad de    

   contenida en la factura serie  folio
 de fecha tres de mayo de dos milveinticuatro, emitido por

la Tesorería Municipal del Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos,'

v

c) El. ilegal pago realizado por   
 por la cantidad d    

  contenida en Ia factura serie  folio
 de fecha tres de mayo de dos mil veinticuatro, emitido por

la Tesorería Municipal del Ayuntamiento de Cuernavaca,
Morelos...' (Sic).

La existencia del primer acto, identificado con el inciso

a), quedó acreditada con la copia certificada de la infracción en

comento, exhibida por las autoridades demandadas que obra

en la foja 58 y 59 de autos.

Probanza a la cual se concede pleno valor probatorio

en términos de los ar1ículos 437 primer párrafo3 y 4904 del

3 RRTICUtO 437.- Documentos públicos. Son documentos públicos los autorizados por
funcionarios públicos o depositarios de la fe pública, dentro de los límites de su
competencia, y con las solemnidades o formalidades prescritas por la Ley. Tendrán este
carácter tanto los originales como sus copias auténticas firmadas y autorizadas por
funcionarios que tengan derecho a certificar.

4 RRtiCUtO 490.- Sistema de valoración de la sana crítica. Los medios de prueba
aportados y admitidos, serán valorados cada uno de ellos y en su conjunto,
racionalmente, por el Juzgador, atendiendo a las leyes de la lógica y de la experiencia,
debiendo, además, observar las reglas especiales que este Código ordena.
La valoración de las pruebas opuestas se hará confrontándolas, a efecto de que, por el
enlace interior de las rendidas, las presunciones y los indicios, se lleguen a una
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CPROCIVILEM de aplicación supletoria a la

LJUSTICIAADMVAM de conformidad al su artículo 7, por

tratarse de documentos exhibidos en copias ceftificadas

emitidas por autoridad facultada para tal efecto,

respectivamente.

Por su parte, respecto a los actos combatidos

identificados con los incisos b) y c), de autos se colige se

acreditan con los original de las facturas serie  con folio

 y , ambas de data tres de mayo de dos mil

veinticuatro, en el que se aprecia el pago por la cantidades de

  

 y  

 respectivamente, ambas

documentales a nombre de ,

con sellos de "PAGADO", expedido por la Tesorería del

Ayuntamiento Municipal de Cuernavaca, Morelos.

Documentales que se tienen por auténticas al no haber

sido objeto de impugnación en los términos establecidos en el

artículo 595 y 606 de la LJUSTICIAADMVAEM; y en lo

convicción. En casos dudosos, el Juez también podrá deducir argumentos del

comportamiento de las partes durante el procedimiento. En todo caso elTribunal deberá

exponer en los puntos resolutivos cuidadosamente las motivaciones y los fundamentos
de la valoración jurÍdica realizada y de su decisiÓn.

5 Artículo 59. Las partes podrán impugnar la validez o autenticidad de los documentos

ofrecidos como prueba, en la propia contestación de la demanda, cuando hubiesen sido

exhibidos con el escrito inicial, o dentro del término de tres días contados a partir de la
fecha en el que el documento de que se trate se agregue a los autos.

6 Artículo 60. Cuando se impugne la validez o autenticidad de un documento, la

impugnación se tramitará en la via incidental observándose en su caso lo siguiente:

l. Para tener por impugnado un documento, no bastará decir que se impugna, sino que

se deberá, fundamentar las causas de impugnaciÓn,
ll. En el mismo escrito en que se haga la impugnación deberán ofrecerse las pruebas

relacionadas con la misma;
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dispuesto por el artículo 4917 del CPROCIVILEM, aplicable

supletoriamente a la ley antes mencionada de conformidad a

su numeralTs, haciendo prueba plena.

5. PROCEDENCIA

Las causales de improcedencia, por ser de orden público,

deben analizarse preferentemente las aleguen o no las partes,

de conformidad con lo dispuesto por el artículo 37 párrafo

último de la LJUSTICIAADMVAEM, en relación con lo

sostenido en la siguiente tesis de jurisprudencia de aplicación

análoga y de observancia obligatoria para esta potestad en

términos de lo dispuesto en los artículos 215 y 217 de la Ley

lll. Del escrito de impugnación, se dará vista al oferente del documento impugnado, para
que dentro deltérmino de tres días hábiles manifieste lo que a su derecho corresponda;
al desahogar esta vista, el oferente deberá ofrecer a su vez, las pruebas que se
relacionen con la impugnación;
lV. Cuando el oferente del documento impugnado no desahogare la visia o no ofreciera
pruebas relacionadas con la impugnación se tendrán por ciertas las afirmaciones del
impugnante y el documento de que se trate no surtirá efecto probatorio alguno;
V. Desahogada la vista a que se refiere la fracción lll de este Artículo, las Salas citarán
a una audiencia a la que comparecerá, además de las partes, los peritos y testigos en
caso de haberse ofrecido las pruebas pericial o testimonial;
Vl. En la audiencia a que se refiere la fracción anterior se rendirán las declaraciones y
dictámenes respectivos y se dictará resolución;
Vll. La Sala tendrá la más amplia libertad para la apreciación de las pruebas en el
incidente de impugnación, basándose en los principios generales del derecho, la lógica
y la experiencia, y
Vlll. Sise declara la falsedad o falta de autenticidad deldocumento impugnado, éste se
tendrá por no ofrecido para todos los efectos legales correspondientes.
La resolución que se dicte en el incidente de impugnación no admite recurso alguno.

7 ARTICULO 491.- Valor probatorio pleno de los documentos públicos. Queda
exceptuada de la disposición anterior la apreciación de los documentos públicos
indubitables, los que tendrán valor probatorio pleno, y por tanto no se perjudicarán en
cuanto a su validez por las defensas que se aleguen para destruir la pretensión que en
ellos se funde.

8 Artículo 7. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal se sustanciarán y resolverán
con arreglo a los procedimientos que señala esta Ley. A falta de disposición expresa y

en cuanto no se oponga a lo que prevé este ordenamiento, se estará a lo dispuesto por
el Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de Morelos; en materia fiscal,
además a la Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, el Código Fiscal del
Estado de Morelos, la Ley General de Hacienda Municipal del Estado de Morelos, y la
ley o decreto que crea un organismo descentralizado cuyos actos se impugnen, en
materia de responsabilidad de los servidores públicos a la ley estatal en la materia, en
lo que resulten aplicables.
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de Amparo

IMPROCEDENCIA. ESTUD¡O PREFERENCIAL DE LAS CAUSALES
pREVrsrAS EN EL eRricur-o z3 DE LA LEy DE AMpARo.e

De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 73 de
la Ley de Amparo las causales de improcedencia deben ser
examinadas de oficio y debe abordarse en cualquier instancia en que
el juicio se encuentre; de tal manera que si en la revisión se advierte
que existen otras causas de estudio preferente a la invocada por el
Juez para sobreseer, habrán de analizarse, sin atender razonamiento
alguno expresado por el recurrente. Esto es así porque si bien el

artículo 73 prevé diversas causas de improcedencia y todas ellas
conducen a decretar el sobreseimiento en eljuicio, sin analizar el fondo
del asunto, de entre ellas existen algunas cuyo orden de importancia
amerita que se estudien de forma preferente. Una de estas causas es
la inobservancia al principio de definitividad que rige en el juicio de
garantías, porque si, efectivamente, no se atendió a ese principio, la

acción en sí misma es improcedente, pues se entiende que no es éste
el momento de ejercitarla; y la actualización de este motivo conduce al

sobreseimiento total en el juicio. Así, si el Juez de Distrito para

sobreseer atendió a la causal propuesta por las responsables en el

sentido de que se consintió la ley reclamada y, por su parte, consideró
de oficio que respecto de los restantes actos había dejado de existir su

objeto o materia; pero en revisión se advierte que existe otra de estudio
preferente (inobservancia al principio de definitividad) que daría lugar
al sobreseimiento total en el juicio y que, por ello, resultarían
inatendibles los agravios que se hubieren hecho valer, lo procedente

es invocar tal motivo de sobreseimiento y con base en él confirmar la

sentencia, aun cuando por diversos motivos, al sustentado por el

referido Juez de Distrito.

Es menester señalar que, si bien los artículos 17

Constitucional,8 numeral 1 y 25 numeral 1 de la Convención

Americana sobre Derecho Humanos, que reconocen el

derecho de las personas a que se les administre justicia, el

derecho a ésta última y contar con un recurso sencillo y rápido,

o efectivo, de ninguna manera pueden Ser interpretados en el

sentido de que las causales de improcedencia del juicio de

nulidad sean inaplicables, ni que el sobreseimiento en é1, por

sí viola esos derechos

e Tipo de documento: Jurisprudencia, Novena época, lnstancia: Primera Sala, Fuente:

Semanario Judicialde la Federación y su Gaceta, Tomo: lX, Enero de 1999, Página: 13'
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Por el contrario, como el derecho de acceso a la justicia

está condicionado o limitado a los plazos y términos que fijen

las leyes, es claro que en ellas también pueden establecerse

las condiciones necesarias o presupuestos procesales para

que los tribunales estén en posibilidad de entrar al fondo del

asunto planteado y, decidir sobre la cuestión debatida.

Por tanto, las causales de improcedencia establecidas

en la LJUSTICIAADMVAEM tienen una existencia justificada,

en la medida en que, atendiendo al objeto del juicio, a la

oportunidad en que puede promoverse, o bien, a los principios

que lo regulen, reconoce la imposibilidad de examinar el fondo

del asunto, lo que no lesiona el derecho a la administración de

justicia, ni el de contar con un recurso sencillo y rápido, o

cualquier otro medio de defensa efectivo; pues la obligación

de garantizar ese recurso efectivo, no implica soslayar la

existencia y aplicación de los requisitos procesales que rigen

al medio de defensa respectivo.

En ese sentido, del escrito de contestación a la

demanda se advierte que las autoridades demandadas, no

hicieron valer causal de improcedencia alguna.

Por otra pafte, después de analizarse el presente

asunto, esta autoridad colegiada no adviefte alguna causal de

improcedencia en el presente asunto sobre el cual deba de

pronunciarse.

6. ESTUDIO DE FONDO

6. 1 El planteamiento del caso

11



Se procede al análisis de la cuestión planteada. Así tenemos

como actos impugnados:

"... a) La ilegal infracción de tránsito con número de folio 
levantada a    ,
el día tres de mayo de dos milveinticuatro, por elsupuesfo agente
de tránsito , con número de placa
07407, adscrito a la Dirección de Policía Vial de la Secretaría de
Protección y Auxilio Ciudadano delAyuntamiento de Cuernavaca,
Morelos;

b) El.ilegal pago realizado por JUANITA   
 por la cantidad de    

  , contenida en la factura serie  folio
, de fecha tres de mayo de dos mil veinticuatro, emitido

por la Tesorería Municipal del Ayuntamiento de Cuernavaca,
Morelos; y

c) El. ilegal pago realizado por    
 por la cantidad de   

    contenida en la factura serie  folio
, de fecha tres de mayo de dos mil veinticuatro, emitido

por la Tesorería Municipal del Ayuntamiento de Cuernavaca,
Morelos...' (Sic).

Siendo que, en el presente caso, se analizará la

legalidad o ilegalidad de los mismos.

6.2 Presunc¡ón de Legalidad

En la República Mexicana, así como en el Estado de

Morelos, los actos de autoridad gozan de presunción de

legalidad, esto en términos del primer párrafo del artículo 16

de la Constitución Política de /os Esfados Unidos Mexicanos

del que se advierten los requisitos de mandamiento escrito,

autoridad competente, fundamentación y motivación, como

garantías instrumentales que, a su vez, revelan la adopciÓn en

el régimen jurídico nacional del principio de legalidad, como

una garantía del derecho humano a la seguridad jurídica,

acorde al cual las autoridades sólo pueden hacer aquello que

T2
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expresamente les facultan las leyes, lo cual se apoya en el

siguiente criterio:

PRINCIPIO DE LEGAL¡DAD. CARACTER¡STICAS DE SU DOBLE
FUNcToNALTDAD rRRrÁ¡¡oosE DEL Acro ADM¡NTSTRAT¡vo y
su nellcrót¡ coru EL DrvERSo DE rNTERDrccró¡¡ DE LA
ARBITRARIEDAD Y EL CONTROL JURISDICCIONALlO.

Del artículo 16, primer párrafo, de la Constitución PolÍtica de los
Estados Unidos Mexicanos, s€ advierten los requisitos de
mandamiento escrito, autoridad competente y fundamentación y

motivación, como garantías instrumentales que, a su vez, revelan la
adopción en el régimen jurÍdico nacional del principio de legalidad,
como una garantía del derecho humano a la seguridad jurídica, acorde
al cual las autoridades sólo pueden hacer aquello para lo que
expresamente les facultan las leyes, en el entendido de que éstas, a
su vez, constituyen la manifestación de la voluntad general. Bajo esa
premisa, el principio mencionado tiene una doble funcionalidad,
particularmente tratándose del acto administrativo, pues, por un lado,
impone un régimen de facultades expresas en el que todo acto de
autoridad que no represente el ejercicio de una facultad expresamente
conferida en la ley a quien lo emite, se considerará arbitrario y, por ello,
contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que legitima a las
personas para cuestionar la validez de un acto desajustado a las leyes,
pero, por otro, bajo la adopción del mismo principio como base de todo
el ordenamiento, se genera la presunción de que toda actuación
de la autoridad deriva del ejercicio de una facultad que la ley le
confiere, en tanto no se demuestre lo contrario, presunción de
legalidad ampliamente reconocida tanto en la doctrina como en la
legislación nacional. Así, el principio de legalidad, apreciado en su
mayor amplitud, da cabida al diverso de interdicción de la arbitrariedad,
pero también conlleva que éste opere a través de un control
jurisdiccional, lo que da como resultado que no basta que elgobernado
considere que determinado acto carece de fundamentación y

motivación para que lo estime no obligatorio ni vinculante o lo señale
como fuente de un derecho incontrovertible a una sentencia que lo
anule, sino que, en todo caso, está a su cargo recurrir a los órganos de
control a hacer valer la asumida ausencia o insuficiencia de
fundamento legal y motivación dentro de dicho procedimiento y, a su
vez, corresponderá a la autoridad demostrar que el acto cuestionado
encuentra sustento en una facultad prevista por la norma, so pena de
que sea declarado contrario al derecho a la seguridad jurÍdica, lo que
revela que los procedimientos de control jurisdiccional, constituyen la

última garantía de verificación del respeto al derecho a la seguridad
jurídica, cuyas reglas deben ser conducentes y congruentes con ese
propósito.

(Lo resaltado no de origen)

10 Época: Décima Época. Registro: 2005766. lnstancia: Tribunales Colegiados de
Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la

Federación. Libro 3, febrero de 2014, Tomo lll. Materia(s): Constitucional. Tesis:
1V.2o.A.51 K (10a.) Página'.2239.
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Por lo anterior, la carga de la prueba corresponde a la

parte actora. Esto vinculado con el artículo 386 primer

párrafo11 del CPROCIVILEM de aplicación complementaria a

la LJUSTICIAADMVAEM de conformidad a su arlículo 712,

cuando el primero señala, que la parte que afirme tendrá la

carga de la prueba de sus respectivas proposiciones de hecho

y los hechos sobre los que el adversario tenga una presunción

legal.

6.3 Pruebas para mejor proveer:

1, LA DOCUMENTAL: Consistente en el Acuse de

recibo de pago expedido por la Tesorería Municipal del

Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos, a nombre de 

 con sello de pagado de fecha tres de

mayo de dos mil veinticuatro.l3

2. LA DOCUMENTAL: Consistente en el Acuse de

recibo de pago expedido por la Tesorería Municipal del

Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos, a nombre de 

11 ARTICULO 386.- Carga de la prueba. Las partes asumirán la carga de la prueba de

los hechos constitutivos de sus pretensiones. Así, la parte que afirme tendrá la carga de
la prueba, de sus respectivas proposiciones de hecho, y los hechos sobre los que el

adversario tenga a su favor una presunción legal.

12 Artículo 7. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal se sustanciarán y

resolverán con arreglo a los procedimientos que señala esta Ley. A falta de disposición
expresa y en cuanto no se oponga a lo que prevé este ordenamiento, se estará a lo
dispuesto por el Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de Morelos; en

materia fiscal, además a la Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, el CÓdigo

Fiscal del Estado de Morelos, la Ley General de Hacienda Municipal del Estado de

Morelos, y la ley o decreto que crea un organismo descentralizado cuyos actos se
impugnen; en materia de responsabilidad de los servidores públicos a la ley estatal en

la materia, en lo que resulten aplicables.
Ii Foja 10.

T4



T}A
TRIBUNAL DE JUSTIC1A ADMINISIMWA

DEL ESTADO DE MORELOS

TJA/s"S E RA/J D N -1 39 I 2024

, con sello de pagado de fecha tres de

mayo de dos mil veinticuatro.la

3. LA DOCUMENTAL: Consistente en copia simple de

Credencial para votar a nombre de 

 expedida por el lnstituto Nacional

Electoral.l5

4. LA DOCUMENTAL: Consistente en copia simple de

Credencial para votar a nombre de  

, expedida por el lnstituto Nacional Electoral.16

5. LA DOCUMENTAL: Consistente en copia simple de

Carta Factura número , expedida por GRUPO

AUTOMOTRIZ IRAGORRI S.A. DE C.V., a nombre de

 7

6. LA DOCUMENTAL: Consistente en copia simple de

la placa digital con numeración alfanumérica " ", a

nombre de  8

7. LA DOCUMENTAL: Consistente en la impresión dos

copias fotostáticas a color, correspondientes al ticket de multa

con folio   de fecha tres de mayo de dos mil veinticuatro.le

8. LA DOCUMENTAL: Consistente en copia certificada

constate en dos fojas útiles según su certificación, mismas que

corresponden al ticket de infracción con número de folio 

ra Foja I l.
15 Foja 12.
16 Foja 13.
17 Foja 14.
18 Foja 15.
1e Fojas 16 y 17
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de fecha tres de mayo de dos mil veinticuatro e inventario del

vehículo con número de orden 20

Respecto a las pruebas identificadas con los numerales

1, 2, y 8, se tienen por auténticas al haber sido presentadas en

original y copia certificada, respectivamente, y no haber sido

objeto de impugnación en los términos establecidos en el

artículo 5921 y 6022 de la LJUSTICIAADMVAEM; y en lo
dispuesto por los artículos 437 primer párrafo23, 49124 del

20 Fojas 58 y 59.
21 Artículo 59. Las partes podrán impugnar la validez o autenticidad de los documentos
ofrecidos como prueba, en la propia contestación de la demanda, cuando hubiesen sido
exhibidos con el escrito inicial, o dentro del término de tres dias contados a partir de la
fecha en el que el documento de que se trate se agregue a los autos.

22 Artículo 60. Cuando se impugne la validez o autenticidad de un documento, la
impugnación se tramitará en la vía incidental observándose en su caso lo siguiente:
lX. Para tener por impugnado un documento, no bastará decir que se impugna, sino que
se deberá, fundamentar las causas de impugnación;
X. En el mismo escrito en que se haga la impugnación deberán ofrecerse las pruebas
relacionadas con la misma;
Xl. Del escrito de impugnación, se dará vista al oferente del documento impugnado,
para que dentro del término de tres días hábiles manifieste lo que a su derecho
corresponda; al desahogar esta vista, el oferente deberá ofrecer a su vez, las pruebas
que se relacionen con la impugnación;
Xll. Cuando el oferente del documento impugnado no desahogare la vista o no ofreciera
pruebas relacionadas con la impugnación se tendrán por ciertas las afirmaciones del
impugnante y el documento de que se trate no surtirá efecto probatorio alguno;
Xlll. Desahogada la vista a que se refiere la fracción lll de este Artículo, las Salas citarán
a una audiencia a la que comparecerá, además de las partes, los peritos y testigos en
caso de haberse ofrecido las pruebas pericial o testimonial;
XlV. En la audiencia a que se refiere la fracción anterior se rendirán las declaraciones y
dictámenes respectivos y se dictará resolución;
XV. La Sala tendrá la más amplia libertad para la apreciación de las pruebas en el
incidente de impugnación, basándose en los principios generales del derecho, la lógica
y la experiencia, y
XVl. Si se declara la falsedad o falta de autenticidad del documento impugnado, éste se
tendrá por no ofrecido para todos los efectos legales correspondientes.
XVII
La resolución que se dicte en el incidente de impugnación no admite recurso alguno.
23 ARTICULO 437.- Documentos públicos. Son documentos públicos los autorizados
por funcionarios públicos o depositarios de la fe pública, dentro de los límites de su
competencia, y con las solemnidades o formalidades prescritas por la Ley. Tendrán este
carácter tanto los originales como sus copias auténticas firmadas y autorizadas por
funcionarios que tengan derecho a certificar.

24 ARTIcULO 4gl.- Valor probatorio pleno de los documentos públicos. Queda
exceptuada de la disposición anterior la apreciación de los documentos públicos
indubitables, los que tendrán valor probatorio pleno, y por tanto no se perjudicarán en
cuanto a su validez por las defensas que se aleguen para destruir la pretensión que en

ellos se funde.
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CPROCIVILEM, aplicable supletoriamente a la ley antes

mencionada de conformidad a su numeral 7'u, haciendo

prueba plena.

En lo que respecta al resto de las pruebas

documentales ofrecidas en copia simple, por sí mismas,

generan simple presunción de la existencia de los documentos

que en copia fotostática se reprodujeron, en términos de la

tesis de jurisprudencia de la entonces Tercera Sala de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación que textualmente

señala:

''COPIAS TOTOSTÁTICAS SIMPLES. VALOR PROBATORIO DE LAS
MISMAS.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 217 del Código Federal
de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en materia de
amparo, el valor probatorio de las copias fotostáticas simples queda al
prudente arbitrio deljuzgador. Por lo tanto en ejercicio de dicho arbitrio
cabe considerar que las copias de esa naluraleza, que se presentan
en el juicio de amparo, carecen por sí mismas, de valor probatorio
pleno y sólo generan simple presunción de la existencia de los
documentos que reproducen pero sin que sean bastantes, cuando no
se encuentran adminiculados con otros elementos probatorios
distintos, para justificar el hecho que se pretende demostrar. La anterior
apreciación se sustenta en la circunstancia de que como las copias
fotostáticas son simples reproducciones fotográficas de documentos
que la parte interesada en su obtención coloca en la máquina
respectiva, existe la posibilidad, dada la naturaleza de la reproducción
y los avances de la ciencia, que no corresponda a un documento
realmente existente, sino a uno prefabricado que, para efecto de su
fotocopiado, permita reflejar la existencia, irreal, del documento que se
pretende hacer aparecer. "

25 Artículo 7. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal se sustanciarán y

resolverán con arreglo a los procedimientos que señala esta Ley. A falta de disposición
expresa y en cuanto no se oponga a lo que prevé este ordenamiento, se estará a lo
dispuesto por el Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de Morelos; en
materia fiscal, además a la Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, el Código
Fiscal del Estado de Morelos, la Ley General de Hacienda Municipal del Estado de
Morelos, y la ley o decreto que crea un organismo descentralizado cuyos actos se
impugnen; en materia de responsabilidad de los servidores públicos a la ley estatal en
la materia, en lo que resulten aplicables.
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6.4 Razón de impugnación de mayor beneficio

Las razones de impugnación se encuentran visibles en

fojas 06 a 08 del presente asunto.

Dado el análisis en su conjunto de lo expresado por la

parte actora en las razones por las que se impugna el acto

que demanda, este Tribunal en Pleno se constriñe a analizar

la razón de impugnación que le traiga mayores beneficios. A lo

anterior sirve de apoyo por analogía el siguiente criterio

jurisprudencial:

coNcEpros DE v¡olec¡óN EN AMpARo DtREcro. EL ESTUD¡o
DE LoS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL
pRrNcrpro DE MAyoR BENEFtc¡o, puDtÉttoose oulttR EL DE
AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN
LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE
REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES.26

De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo
del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con
independencia de la materia de que se trate, el estudio de los
conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al
principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que,

aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso,
inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto,
deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional
determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación,
atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se
declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho
contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los

ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de
justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento
de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas
cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado,

afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado
inconstitucional.

26 No. Regislro'.179.367, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, lnstancia:
Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXl, Febrero de 2005,

Tesis: P./J. 3l2OO5, Página: 5. Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas
por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de

agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José RamÓn Cossío DÍaz.

Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero en curso, aprobó,
con el número 3l2OO5,la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a

siete de febrero de dos mil cinco.
18
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Siendo aquella donde alude que, la autoridad

demandada denominada  ,

Agente Vial Autopatrullero Adscrito a la Dirección de

Policía Vial de la Secretaría de Protección y Auxilio

Ciudadano de Cuernavaca, Morelos, no cumplió con las

formalidades expedidas por las leyes en materia, ello al no

cumplir con las obligaciones que establece el

REGTRANVIACVA, incurriendo en una deficiente

fundamentación y motivación.

Por su parte, las autoridades demandadas,

argumentaron que resultaban infundados e improcedentes las

manifestaciones hechas valer por la parte actora, pues

esgrimen que, sí se fundó la competencia en el cuerpo de la

infracción que se impugna.

Son fundados y suficientes para declarar la nulidad

del acto impugnado, los argumentos vertidos que manifestó

la parte actora en sus razones de impugnación, bajo la

consideración de que, en efecto, existe ausencia de

fundamentación de la autoridad que emite el acto que se

reclama, desprendiéndose que en la infracción con número de

folio , de fecha tres de mayo de dos mil veinticuatro, se

señaló como fundamento de competencia el artículo 7 del

REGTRANVIACVA.

No es óbice de lo anterior que, si bien es cierto que en

el recibo de infracción con número de folio , consta

plasmado el numeralT del Reg/amento de Tránsito y Vialidad

para el Municipio de Cuernavaca, Morelos, también lo es que,

no precisa la fracción especifica en la cual funde su
19



competencia para emitir el acto impugnado, considerando

que dicho ordinal está compuesto di diversas fracciones como

se observa:

Artículo 7.- Son autoridades de Tránsito y Vialidad Municipales

l.- El presidente municipal;
ll.- El síndico municipal;
lll.- Titular de la Secretaría de Protección y Auxilio Ciudadano;
lV.- Subsecretario de Policía Preventiva;
V.- Titular de la Dirección Policía Vial;
Vl.- Policía;
Vll.- Policía tercero;
Vlll.- Policía segundo
lX.- Policía primero;
X.- Agente vial pie tierra;
Xl.- Moto patrullero;

Sin embargo, la demandada fue vaga en precisar cuál

era la fracción que contemplara el cargo que lo facultaba para

imponer la infracción impugnada.

En ese orden de ideas, resulta conveniente resaltar

que

La competencia es un presupuesto procesal, por ello

esta autoridad se encuentra constreñida a revisar que los actos

impugnados hayan sido, emitidos por autoridades

competentes, lo cual tiene base en el siguiente criterio

jurisprudenc¡al:

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. AL
SER UN PRESUPUESTO PROCESAL GUYO ESTUDIO ES DE
ORDEN PÚBLICO LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE
JUST¡CIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEBEN ANAL¡ZARLA DE
OFICIO, SIN DISTINGUIR SI SE TRATA DE LA ¡NDEBIDA,
INSUFICIENTE O DE LA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DE
AQUÉLLA.27

27 Registro digital: 172812; lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Novena Época;
Materias(s): Administrativa; Tesis: Vlll.3o. J122, Fuente: Semanario Judicial de la

Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Abril de 2007 , página 1377',Tipo'. Jurisprudencia
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.
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De la interpretación de las tesis jurisprudenciales P.lJ. 10194,2a.1J.
99/2006, 2a.1J.5712001y 2a.1J.11512005, publicadas en la Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 77, mayo
de 1994, página 12 y Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,
Novena Epoca, Tomos XXIV, julio de 2006; XlV, noviembre de 2001:
y, XXll, septiembre de 2005, páginas 345,31y 3'10, respectivamente,
dE rUbrOS: ''COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO
ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD."; "COMPETENCIA DE LA
AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE NULIDAD. DEBE
ANALIZARSE EN TODOS LOS CASOS POR EL TRIBUNAL
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.";
''COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN
EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE
MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO
LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU
CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO."; Y

''COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL
MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE
MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL
PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN
EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O
SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE
TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE
LA PARTE CORRESPONDIENTE."; se colige que cuando se analiza
la competencia material, por grado o territorio de cualquier autoridad

Revisión fiscal 2312007. Administrador Local JurÍdico de Torreón en el Estado de
Coahuila. 13 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Ezequiel Neri Osorio.
Secretaria: Lilián González Martínez.
Revisión fiscal 47412006. Administrador Local Jurídico de Torreón en el Estado de
Coahuila, en representación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, del Jefe
del Servicio de Administración Tributaria y otras autoridades. 20 de febrero de 2007
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Lobato MartÍnez. Secretaria: MarÍa del Pilar
Aspiazu Gómez.
Revisión fiscal 47812006. Administrador Local JurÍdico de Torreón en el Estado de
Coahuila, en representación de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, del Jefe
del Servicio de Administración Tributaria y otras autoridades. 20 de febrero de 2007.
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Lobato Martínez. Secretario: José Enrique
Guerrero Torres.
Revisión fiscal 48312006. Administrador Local Jurídico de Torreón en el Estado de
Coahuila, en representación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, del Jefe
del Servicio de Administración Tributaria y otras autoridades. 20 de febrero de 2007.
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Lobato Martínez. Secretario: Luis Sergio Lomelí
Cázares.
Revisión fiscal 489/2006. Administrador Local Jurídico de Torreón en el Estado de
Coahuila, en representación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, del Jefe
del Servicio de Administración Tributaria y otras autoridades. 20 de febrero de 2007.
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Lobato Martínez. Secretaria: María del Pilar
Aspiazu Gómez.
Notas: Esta tesis contendió en la contradicción 148/2007-5S resuelta por la Segunda
Sala, de la que derivó la tesis 2a.1J.21812007, que aparece publicada en el Semanario
Judicialde la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de2007.
página 154, con el rubro: "COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE

LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO,
DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA
FISCAL Y ADMINISTRATIVA.''
Esta tesis contendió en la contradicción 134/2007-55 que fue declarada sin materta por
la Segunda Sala, toda vez que sobre el tema tratado existe la tesis 2a.1J.21812007.
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administrativa, entre las que se incluye a la fiscal, no cabe distinguir
entre su falta o ausencia o una indebida o incompleta fundamentación,
para que las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa estén obligadas a examinarla en forma oficiosa,
toda vez que, como presupuesto procesal que atañe a la correcta
integración de un procedimiento, es una cuestión de orden
público, mayor aún en un procedimiento que concluye con una
resolución definitiva que establece cargas fiscales a un particular. Lo
anterior es así, ya que por imperativo del artículo 16 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos la autoridad que lleva a
cabo un acto de molestia, tiene la ineludible obligación de
justificar a plenitud que está facultada para hacerlo, lo cual implica
necesariamente que cuenta con competencia para ello en los tres
ámbitos mencionados, es decir, por razón de materia, grado o
territorio, expresando en el documento respectivo el carácter con elque
suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue dicha
legitimación, aun en el supuesto de que la norma legal no contemple
apartados, fracción o fracciones, inciso y subincisos, pues en tal caso,
debe llegar incluso al extremo de hacer la transcripción
correspondiente del precepto en que funde debidamente su
competencia, toda vez que la garantía de fundamentación consagrada
en el citado artículo 16, lleva implícita la idea de exactitud y precisión
en Ia cita de las normas legales que facultan a la autoridad
administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, ya que
sólo así podrá justificar si su actuación se encuentra dentro del ámbito
competencial respectivo; de tal manera que si en un acto de molestia
no se citan con exactitud y precisión las normas legales que facultan a
la autoridad administrativa para afectar al gobernado, ese acto
concreto de autoridad carece de eficacia y validez, en tanto que aquélla
no proporcionó los elementos esenciales que permitan conocer sitiene
competencia para incursionar en la esfera jurídica del particular, pues
de lo contrario se le dejaría en estado de indefensión, toda vez que
ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto
normativo es la específicamente aplicable a la actuación delórgano del
que emana y en ese sentido, aun cuando la indebida, insuficiente o
falta de fundamentación de la competencia de la autoridad generan la
ilegalidad de la resolución administrativa en términos de la fracción ll
del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31

de diciembre de 2005, cuyo contenido sustancial se reproduce en la
fracción ll del artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento
Contencioso Administrativo, relativa a la omisión de los requisitos
formales exigidos por las leyes; conforme al contenido y alcance del
penúltimo párrafo de ese numeral, coincidente con el penúltimo párrafo
del invocado artículo 51, las Salas del Tribunal Federal de Justicia
Fiscal y Administrativa están obligadas a examinarla de oficio, al

resultar ilegal el acto combatido, precisamente por la actuación o
intervención de una autoridad que no acreditó tener competencia.

(Lo resaltado no es de origen)

En esa misma línea de legalidad, tenemos que, el

artículo 16 de la Constitución Política de /os Esfados Unidos

Mexicanos, establece en su primer párrafo que.
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Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles
o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad
competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En
los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se
establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia
de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del
cumplimiento de lo previsto en este párrafo...

(Énfasis añadido).

De ese precepto constitucional, se obtiene como

requisito esencial y una obligación de la autoridad, fundar en

el acto de molestia, su competencia, ya que la autoridad sólo

puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del

acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad

facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito

de competencia, reg¡do específicamente por una o varias

normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se

cumple con el derecho de fundamentación establecido en el

artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la

autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón

de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento,

decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida,

citando, en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso;

sin embargo, en caso de que el ordenam¡ento legal no los

contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de

transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de

especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que

le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que

el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de

normas legales que señale la autoridad en el documento que

contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado,

materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace,

dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de

todas las normas legales que integran el texto normativo es la
^a¿3



específ¡camente aplicable a la actuación del órgano del que

emana, por razón de materia, grado y territorio.

De la valoración que se realiza en términos del artículo

490,28 del CPROCIVILEM de aplicación supletoria a la

LJUSTICIAADMVAEM, a la infracción impugnada, se

desprende que la autoridad demandada 

s, Agente Vial Autopatrullero Adscrito a la

Dirección de Policía Vial de la Secretaría de Protección y

Auxilio Ciudadano de Cuernavaca, Morelos, flo fundó

debidamente su competencia para imponer la infracción con

número de folio , de fecha tres de mayo de dos mil

veinticuatro.

En razón de que, a pesar de que, dentro del acto

impugnado en cuestión se lee como fundamentos un vasto

catálogo de dispositivos normativos, en ningún momento se

especifica la fracción exacta en la que funde y motive su

carácter de autoridad competente para emitir el acto que aquí

se impugna.

Por lo que, del análisis de las disposiciones legales

citadas en la infracción impugnada, no se desprende la

fundamentación específica de la competencia de la autoridad

demandada , Agente Vial

Autopatrullero Adscrito a la Dirección de Policía Vial de la

Secretaría de Protección y Auxilio Ciudadano de

Cuernavaca, Morelos , para emitir el recibo de infracción

2s ARTICULO 490.- Sistema de valoración de la sana crítica. Los medios de prueba

aportados y admitidos, serán valorados cada uno de ellos y en su conjunto,
racionalmente, por el Juzgador, atendiendo a las leyes de la lógica y de la experiencia,
debiendo, además, observar las reglas especiales que este Código ordena...
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impugnado por la parte actora, así como para determinar la

cantidad a pagar.

Toda vez que, si bien citó los artículos 7 del

REGTRANVIACVA, y el artículo 69, de la Ley de lngresos del

Municipio de Cuernavaca, Morelos, que señala las cuotas

relativas a infracciones de la norma antes mencionada; sin

embargo, en el caso de no indicó el año a que correspondía y

ambos preceptos establecen múltiples fracciones, por lo que

se trata de una norma compleja, porque prevé una pluralidad

de competencias o facultades a favor de la autoridad

demandada, que constituyen aspectos independientes unos

de otros.

A lo anterior sirve de orientación el siguiente criterio

jurisprudencial.

NORMAS COMPLEJAS. SU NATURALEZA DEPENDE DE LA
pLURALTDAD DE Hrpóresrs euE LAS coMpoNEN.2s

,'SÉPTIMo TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER
CIRCUITO. Revisión fiscal7212009. Directora General de Delitos Federales contra el
Ambiente y Litigio de la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, en
representación del Procurador Federal de Protección alAmbiente. 15 de abril de 2009.
Unanimidad de votos. Ponente: Adela Domínguez Salazar. Secretario: Christian Omar
González Segovia. Revisión fiscal 13212009. Director General de lo Contencioso y de
Recursos de la Procuraduría Federal del Consumidor, titular de la unidad administrativa
encargada de la defensa jurídica de ese organismo descentralizado y de la autoridad
demandada. 20 de mayo de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Adela Domínguez
Salazar. Secretario: Víctor Manuel Máttar Oliva. Revisión fiscal 368/2009. Director
General de Delitos Federales contra elAmbiente y Litigio de la Procuradurla Federal de
Protección al Ambiente, en representación del Procurador Federal de Protección al
Ambiente.2T de enero de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán.
Secretaria: Silvia Fuentes Macías. Amparo directo 71412010. Nueva Wal-Mart de
México, S. de R.L. de C.V. 19 de enero de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: F.

Javier Mijangos Navarro. Secretario: Héctor Landa Báez. Revisión fiscal 66512011.
Administradora de lo Contencioso de Grandes Contribuyentes "4", unidad administrativa
encargada de la defensa jurídica del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe
del Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad demandada, firmando en
suplencia, la Subadministradora. 23 de mayo de2012. Unanimidad de votos. Ponente:
Alberto PérezDayán. Secretaria: Silvia Fuentes Macías. Nota. Porejecutoria del23 de
marzo de 201 1, la Segunda Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 460/2010
derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al
estimarse que no son discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva.
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De conformidad con la jurisprudencia Za.lJ. 11512005 de la Segunda
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época,
Tomo XXll, septiembre de 2005, página 310, de rubro:
"COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL
MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE
MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL
PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN
EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FMCCIÓN, INCISO O
SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE
TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE
LA PARTE CORRESPONDIENTE.", ut''ra norma compleja es aquella
que incluye diversos elementos competenciales o establece una
pluralidad de competencias o facultades que constituyan aspectos
independientes unos de otros, de manera que para estimarse correcta
la fundamentación de un acto de autoridad que se apoye en un
precepto de tal naturaleza es necesaria la cita precisa del apartado,
fracción, inciso o subinciso que otorgue la atribución ejercida o, si no
los contiene, la transcripción del texto correspondiente. Por tanto, la
naturaleza de una norma compleja depende de la pluralidad de
hipótesis que la componen, porque el particular no tiene la certeza a
cuál de ellas se refiere el acto que le perjudica.

Por lo que la autoridad demandada debió citar la

fracción de esos dispositivos legales que le otorgan la facultad

imponer la infracción impugnada y determinar el monto total a

pagar por la parte actora; al no hacerlo así, la deja en estado

de indefensión, al no haber fundado debidamente su

competencia ni el monto impuesto como sanción.

Al no haber fundado debidamente su competencia la

autoridad demandada, en el recibo de infracción con número

de folio , de fecha tres de mayo de dos mil veinticuatro,

resulta ilegal, pues es necesario que la autoridad que emita

cualquier acto administrativo debe señalar con exactitud y

precisión la norma legal que las faculta para emitir el acto, en

el contenido del mismo y no en diverso documento, para

otorgar certeza y seguridad jurídica al pafticular frente al acto

Registro Núm.159997; Décima Época; Tribunales Colegiados de Circuito; Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro Xl, Agosto de2012 Tomo 2; Jurisprudencia;
(Constitucional, Ad mi n istrativa); l. 7o.A. J/65 (9a. ).
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que afecta o lesiona el interés jurídico de la parte actora; por

tanto, resulta necesario que para estimar satisfecha la garantía

de la debida fundamentación de la competencia de la autoridad

demandada para emitir el acto de molestia impugnado, es

necesario que en el documento que se contenga, se invoquen

las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan

facultades a la autoridad demandada y, en caso de que estas

normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad

y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y

subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se

considera ilegal el acto impugnado, porque para considerarse

legal un acto administrativo, es necesario que la autoridad que

lo emite debe señalar de manera clara y precisa el precepto

legal que le otorga facultades para emitir el acto administrativo;

pues de no ser así, se deja al gobernado en estado de

indefensión, para otorgar cerleza y seguridad jurídica al

particular frente a los actos de las autoridades que afecten o

lesionen su interés jurídico.

Sirve de orientación el siguiente criterio jurisprudencial

AUToRTDADES ADMrNrsrRATrvAs. esrÁ¡¡ oBLtcADAS A ctrAR
LAS DISPOSICIONES LEGALES QUE FUNDEN SU
COMPETENCIA.3O

30 CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER
CIRCUITO. Amparo en revisión 334191. Miguel Ramírez Garibay. 18 de abril de 1991.
Unanimidad de votos. Ponente: José Méndez Calderón. Secretario: Jacinto Figueroa
Salmorán. Amparo en revisión 1494196. Eduardo Castellanos Albarrán y coags. l2 de
junio de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretario:
Francisco Alonso Fernández Barajas. Amparo en revisión 294198. Mauricio Fernando
Ruiz González. 17 de junio de'1998. Unanimidad de votos. Ponente: Rubén Pedrero
Rodríguez. Secretario: Francisco Alonso Fernández Barajas. Amparo en revisión
1614198. Leonardo Alonso Alvarez y coag. 17 de junio de 1998. Unanimidad de votos.
Ponente: Rubén Pedrero Rodríguez. Secretario: Francisco Alonso Fernández Barajas.
Amparo en revisión 2424198. Elvia Silvia Gordoa Cota. 12 de agosto de 1998.
Unanimidad de votos. Ponente: Rubén Pedrero Rodríguez. Secretario: Francisco
Alonso Fernández Barajas. Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación
19'17-1995, Tomo Vl, Materia Común, página 111, tesis 165, de rubro:
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El artículo 16 de la Constitución Federal, prescribe que los actos de
molestia, para ser legales, deben provenir de autoridad competente y
cumplrr con las formalidades esenciales que le den eficacia jurídica, lo
que significa que todo acto de autoridad debe emitirse por quien esté
legitimado para ello, expresándose en el acto mismo de molestia, el
dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tal legitimación, ya que
de no ser así, se deja al gobernado en estado de indefensión, al no
poder examinar si la actuación de la autoridad emisora se encuentra
dentro del ámbito competencial respectivo.

COMPETENC¡A DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN
EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE
MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO
LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU
CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO.3I
De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P.lJ. 10/94 del Tribunal
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de
1994, página 12, de rubro. "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION
ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como
de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se

desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el

artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de
las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir
el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente
protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de
otorgar cerleza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de
las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto,
asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla
con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior,
resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida
fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo
que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el

acto de molestia eS necesario que en el documento que Se contenga

''coMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE

AUTORlDAD."..No. Registro. 191,575. Jurisprudencia. Materia(s):Administrativa.

Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario

Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: Xll, Julio de 2000. Tesis: l'4o.A. J/16.

Página. 613

31 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 188-432,lnstancia: Segunda

Sala, Novena Época; Materias(s): Administrativa; Tesis: 2a./J. 5712001; Fuente:

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XlV, Noviembre de 2001,

página 3l ; Tipo: Jurisprudencia.
bontradicción de tesis 94/2000-55. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal

Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Primer y Cuarto Tribunales

ColeliaOos en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 26 de octubre de

20011 Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juan Díaz Romero. Ponente: Guillermo l.

Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia'

Tesis de-juiisprudencia 5712001. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal,

en sesión privada deltreinta y uno de octubre de dos mil uno.

Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicciÓn de criterios 6812024

en la Suprema Corie de Justicia de la Nación, desechada por notoriamente

improcedente, mediante acuerdo de presidencia de 7 de mazo de 2024.
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se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan
facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas
incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el
apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya
su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de
indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el
proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito
competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en
consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no
es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna
clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en
una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la
hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las
facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.

Al no haberse realizado así, se traduce en un acto de

molestia en menoscabo a la seguridad jurídica, el cual se

encuentra consagrado en la Constitución Política de /os

Esfados Unidos Mexicanos, pues, como ya se ha referido, los

actos de autoridad deben ser emitidos por autoridad

competente; por lo tanto, se reitera que, era necesario que

precisara de manera correcta y específica, el cargo que tiene

y el carácter con el que subscribe así como citar el precepto

legal del REGTRANVIACVA, vigente al momento en que se

levantó la infracción y, al no haberlo hecho de esa manera, no

existe certidumbre sobre la autoridad que emitió el acto

impugnado, y que esta sea competente para tal efecto, tal

como lo establece el artículo 16 Constitucional. A lo anterior

sirve de apoyo por analogía el siguiente criterio jurisprudencial:

COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUIS¡TO
ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. 32

Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de
legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16

constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación
deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente
y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo
que siqnifica que todo acto de autoridad necesariamente debe

32 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 205463,lnstancia: Pleno,
Octava Época, Materias(s): Común, Tesis: P.lJ. 10/94, Fuente: Gaceta del Semanario
Judicial de la Federación. Núm. 77, Mayo de 1994, página 12,fipo. Jurisprudencia.
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em¡t¡rse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte
de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el
dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo
contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no
conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el
carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la
oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del
ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución
o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de
la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para
emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe
exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos
se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.

En consecuencia, en las relatadas cons¡deraciones, lo

procedente es declarar la nulidad del acto impugnado

consistente en:

'... a) La ilegal infracción de tránsito con número de folio 
levantada a  el
día tres de mayo de dos mil veinticuatro, por el supuesto agente de
tránsito , con número de placa
adscrito a la Dirección de Policía Vial de la Secretaría de Protección y
Auxilio Ciudadano del Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos..." (Sic).

Así como sus consecuencias, como lo es segundo y

tercer acto, que consisten en:

'... b) El ilegal pago realizado por 
por la cantidad de

, contenida en Ia factura serie folio , de
fecha tres de mayo de dos mil veinticuatro, emitido por la Tesorería
Municipal del Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos; y

c) El ilegal pago realizado por 
por la cantidad de 

, contenida en la factura serie folio , de fecha
tres de mayo de dos milveinticuatro, emitido por la Tesorería Municipal
del Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos..." (S/c).

Con fundamento en lo dispuesto por la fracción ll del

artículo 4, de la LJUSTICIAADMVAEM que dispone

literalmente:

ARTíCULO 4. Serán causas de nulidad de los actos impugnados
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Se declarará que una resolución administrativa es ilegal cuando se
demuestre alguna de las siguientes causales:

ll. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, siempre
que afecte las defensas del particular y trascienda al sentido de la
resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o

motivación, en su caso;

6.5 Pretensiones.

La parte actora en el presente juicio, solicitó como

pretensiones las siguientes:

"... A) La nulidad lisa y llana de la ilegal acta de infracción de tránsito
con número  realizada a

, el tres de mayo de dos mil veinticuatro, por el
agente de tránsito  con número de placa

, adscrito a la Dirección de Policía Vial de la Secretaría de
Protección y Auxilio Ciudadano del Ayuntamiento de Cuernavaca,
Morelos, y como consecuencia la restitución en goce de ios derechos
que indebidamente fueron afectados, siendo esfos:

A. 1) La devolución de
, cantidad pagada por 

 conforme a la factura serie folio  de fecha
tres de mayo de dos milveinticuatro, la cualfue emitida por la Tesorería
Municipal del Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos.

A.2) La devolución de
, cantidad pagada por 

 conforme a la factura serie folio  de fecha
tres de mayo de dos milveinticuatro, la cualfue emitida por la Tesorería
Municipal del Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos.

A.3) Finalmente, se solicita que las cantidades antes descritas, sean
devueltas debidamente actualizadas, junto con los recargos e rnfereses
correspondiente a la fecha de cumplimiento de la sentencia que se
emita en el sumario..." (Sic).

Respecto a la primera de las pretensiones, ha quedado

satisfecha en el capítulo que antecede, al haberse declarado

la nulidad lisa y llana del acto impugnado.
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Bajo estas condiciones, la segunda pretensión es

igualmente procedente, con fundamento en lo que dispone el

artículo 89 de la LJUSTICIAADMVAEM, se deberá restituir a

la parte actora, en el goce de sus derechos de los cuales haya

sido indebidamente privado y al haberse declarado la nulidad

del acta de infracción número , de fecha tres de mayo de

dos mil veinticuatro; por lo tanto, los actos derivados de la

misma, siguen la misma suerte, como es el pago realizado ala
Tesorería de Cuernavaca, Morelos, por las cantidades de

  

 y     

 por concepto de arrastre,

maniobras de salvamento, levantamiento de inventario y cuota

de uso de corralón e infracción número , de fecha tres de

mayo de dos mil veinticuatro, respectivamente.

Sobre estas bases, es procedente condenar a las

autoridades demandadas a devolver a la parte actora, las

cantidades    
    y  

   

por los conceptos señalados en líneas que anteceden.

Respecto a la marcada con el inciso 4.3), esta es

parcialmente procedente como se explica a continuación:

Es inaplicable la tesis aislada que invoca el actor con

el rubro:

MULTAS poR rNFRAccroNES oe rnÁnsro. Los EFEcros DE
LA SENTENCIA QUE CONCEDE EL AMPARO CONTRA EL ACTO
ADMINISTRATIVO QUE LAS IMPUSO, CONLLEVA EL DERECHO A
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LA DEVOLUCIÓN DE LA CANTIDAD ENTERADA DEBIDAMENTE
ACTUALIZADA, MÁS LOS RECARGOS E INTERESES
CoRRESPONDIENTES A PARTIR DE QUE SE PRESENTÓ ua
DEMANDA (LEGrsLAc¡ót¡ oel ESTADo DE eUTNTANA Roo)33

Porque fue emitida por un tribunal que no pertenece al

Décimo Octavo Circuito, sino al Vigésimo Séptimo Circuito;

además, esta tesis fue superada por la contradicción de tesis

número 512018, resuelta por el Pleno del Vigésimo Séptimo

Circuito, publicada el viernes 18 de octubre de 2019 a las 10'.28

horas en el Semanario Judicial de la Federación, con el rubro:

INTERESES Y RECARGOS AL DEVOLVER EL PAGO DE LO
INDEBIDO. MOMENTO EN QUE SE ACTUALIZA EL DERECHO A
RECIBIRLOS CON MOTIVO DE UN APROVECHAMIENTO CUANDO
No sE HAvA solrcrrADo su DEVoLUcTót¡ v Ésra pRocEDA
EN cuMpLrMrENTo A LA SENTENcTA DE uN óncnno
JURrsDrccroNAL (LEGrsLAc¡óru DEL ESTADo DE oUTNTANA
ROO)

Así tenemos que , la Ley de lngresos del Municipio de

Cuernavaca, Morelos, para el Ejercicio Fiscal 2024, establece

en su ar1ículo 69 y numerales 6.1 .4.3 y 6.1 .4.9:

6.1.4. De las infracciones de tránsito.
Artículo 69.- Los aprovechamientos que causen los particulares por

faltas al Reglamento de Tránsito para el Municipio de Cuernavaca, se

liquidarán en base a las cuotas siguientes.

I]
6.1.4.3 Licencia o permiso de conducir:

6.1.4.3.5 Negar la entrega de licencia,
permiso, placa o tarjeta de circulación para
qarantizar el paqo de la infracción.

t.l
CONCEPTO

9a10

U.M.A.

t.l

https://sif.scin.qob. mx/SJ FSist/Paqinas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca= 1e3e 10000000
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6.1 .4.9 Estacionamiento

U.M.A

I]
14a15

CONCEPTO

tl
6.1 .4.9.14 Por estacionarse en lugar exclusivo
para persona con discapacidad, si no cuentan
con la placa que les otorga el derecho, o si no
es acompañado por la persona o bien, obstruir
el acceso a rampa para discapacitados.

De los que se interpreta que, en el mun¡cipio de

Cuernavaca, Morelos, los aprovechamientos que causen los

particulares por faltas al Reglamento de Tránsito y Vialidad

para el Municipio de Cuernavaca, Morelos, como en el caso,

que nos ocupa, se liquidarán con 09 a 10 y de 14 a 15 UMAS.

Ahora bien, el primer párrafo del artículo 133a del Código

Fiscal para el Estado de Morelos, dispone que los mun¡cipios

tendrán derecho a percibir, además de las contribuciones, los

ingresos clasificados como aprovechamientos, entre otros.

El artículo 2235 del mismo Código, define que los

aprovechamientos son los ingresos que perciben los

municipios por funciones de derecho público, distintos de las

3a Artículo .13. El crédito fiscal es la obligación determinada en cantidad líquida que
tiene derecho a percibir el Estado, los municipios o sus Entidades Paraestatales,
Paramunicipales o lntermunicipales, que provengan de contribuciones, de
aprovechamientos o de sus accesorios, incluyendo los que deriven de
responsabilidades que el Estado o el municipio tengan derecho a exigir de sus
servidores públicos o de los particulares, así como de aquellos a los que las leyes les

den ese carácter y tengan derecho a percibir por cuenta ajena.

35 Artículo .22. Son aprovechamientos los ingresos que percibe el Estado y los

municipios por funciones de derecho público, distintos de las contribuciones y de los
que obtengan los organismos descentralizados y las empresas de participación estatal.
Los recargos, las sanciones, los gastos de ejecución, los honorarios de notificación y la
indemnización a que se refiere el sexto párrafo del artículo 47 de este Código, que se
apliquen en relación con aprovechamientos son accesorios de los mismos y participan
de su naturaleza.
Los aprovechamientos por concepto de multas impuestas por infracciones a las

disposiciones legales o reglamentarias que no sean de carácter fiscal serán destinados
a cubrir los gastos de la autoridad fiscal por concepto de operación, administración,
control, ejercicio y cobro coactivo, en un porcentaje que no será menor al 30 por ciento
del importe de cada multa.
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contribuciones y de los que obtengan los organismos

descentralizados y las empresas de participación estatal.

Señala que los recargos, las sanciones, los gastos de

ejecución, los honorarios de notificación y la indemnización a

que se refiere el sexto párrafo del artículo 47 de ese Código,

que se apliquen en relación con aprovechamientos son

accesorios de los mismos y participan de su naturaleza.

Finalmente, establece que los aprovechamientos por

concepto de multas impuestas por infracciones a las

disposiciones legales o reglamentarias que no sean de

carácter fiscal serán destinados a cubrir los gastos de la

autoridad fiscal por concepto de operación, administración,

control, ejercicio y cobro coactivo, en un porcentaje que no

será menor al treinta por ciento del importe de cada multa.

Dicho en otras palabras, las multas impuestas con

motivo de las infracciones al Reglamento de Tránsito y Vialidad

para el Municipio de Cuernavaca, Morelos, tienen la naturaleza

de aprovechamientos en términos del artículo 13 del Código

Fiscal para el Estado de Morelos y constituyen un crédito fiscal.

Por tanto, con motivo de haber declarado la nulidad lisa

y llana del acta de infracción impugnada, en términos de lo

dispuesto por el segundo párrafo del aftículo 89 de la

LJUSTICIAADMVAEM, se dejó sin efectos esta y la autoridad

responsable quedó obligada a otorgar o restituir al actor en el

goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente

afectados o desconocidos, en los términos que establezca la

sentencia. Surgiendo a favor del justiciable el derecho a
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obtener la devolución por parte del fisco estatal de la suma de

dinero entregada por el actor, al actualizarse la figura de pago

de lo indebido.

El pago de lo indebido es aquel que surge por la

ausencia de legalidad en la obligación tributaria o la

declaración de insubsistencia del acto de autoridad si el pago

se efectuó en cumplimiento de éste, con lo cual cesa la

apariencia de legalidad y los pagos debidos se transforman en

indebidos, total o parcialmente.36

36 AcruAlrzRcrótl DE cANTTDADES A DEVoLVER poR EL Frsco. rl RRtículo
22 DEL cÓoIOo FISCAL DE LA rrorRRCIÓN QUE m pNrVÉ DE MANERA
DISTINTA sTcÚru DERIVE DE UN SALDo A FAVoR o DE UN PAGO DE LO
INDEBIDO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA.
El derecho a la devolución por pago de lo indebido surge por la existencia de un error
de hecho o de derecho en las etapas de nacimiento o determinación de la obligación
tributaria que requiere de la concurrencia de dos elementos: el pago y la ausencia de
legalidad en la obligación tributaria, requisito este último que presupone la rectificación
del error, la declaración de insubsistencia delacto de autoridad si el pago se efectuó en
cumplimiento de éste, o bien la revocación o nulificación total o parcial del acto
administrativo de autodeterminación del contribuyente o de determinación de la
autoridad en el recurso administrativo o juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de
Justicia Fiscal y Administrativa, dadas la presunciones de legalidad de los actos de
autoridad y de certidumbre de los actos de autodeterminación del contribuyente, con lo
cual cesa la apariencia de legalidad y los pagos debidos se transformarán en indebidos,
total o parcialmente. En cambio, el derecho a la devolución por saldo a favor surge por
la mecánrca propia de tributación de las contribuciones en la etapa de determinación y

liquidación de la obligación tributaria, ya sea, entre otros conceptos por deducciones
legales autorizadas, por el acreditamiento de pagos provisionales efectuados o de otras
contribuciones, pero sin que exista error de hecho o de derecho ni, por tanto, ilegalidad.
De la anterior diferencia en la causa generadora del derecho a la devolución cuando
existe un pago de lo indebido realizado mediando un error de hecho o de derecho y
cuando se trata de un saldo a favor por la mecánica propia de tributación de una
contribución deriva que el inicio en el periodo de actualización de la cantidad materia de
devolución debe ser distinta tratándose de uno y otro, pues en el saldo a favor es hasta
que se realiza la determinación y liquidación de la contribución cuando surge elderecho
del contribuyente de que se le reintegre la cantidad relativa, sin que medie pago
improcedente alguno, a diferencia del pago de lo indebido en el cual es precisamente
este pago que por error se realizó el que da lugar a su devolución. Por esas razones, el

artículo 22 del Código Fiscal de la Federación que prevé la justificada distinción, no viola
el principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción lV, de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el inicio del periodo de
actualización de la contribución, atendiendo al fin que con ella se persigue de dar al

monto de la devolución su valor real cuando se reintegra, debe diferir conforme a la
causa generadora del derecho a la devolución, dando lugar a que el inicio del periodo
del cómputo de actualización sea diverso, para que efectivamente la actualizaciÓn
cumpla el objetivo de reintegrar la cantidad a valor real en la fecha en que se realiza la
devolución correspondiente, a saber mediante la previsión legal de que en la devolución
por saldo a favor se actualice la cantidad desde el mes en que se presentó la declaración
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Esto es, nació la obligación por pafte de la autoridad, de

reintegrar al particular las sumas indebidamente percibidas; sin

embargo, la aludida obligación no se colma con que se le

reintegre exclusivamente el monto de lo que pagó con motivo

de acto de autoridad declarado nulo, pues es evidente que el

transcurso del tiempo, el valor de las cosas, inclusive el dinero

pierde su poder adquisitivo.

Sentado lo anterior, cabe señalar que los artículos 46,

47 , 48 y 50 del Código Fiscal para el Estado de Morelos,

establecen:

Artículo *46. El monto de las contribuciones, de los
aprovechamientos, así como de las devoluciones a cargo del Fisco
estatal, se actualizará por el transcurso del tiempo y con motivo de los
cambios de precios en el país. Esta actualización deberá realizarse
desde la fecha en que el pago debió efectuarse y hasta que el mismo
se realice; tratándose de devolución la actualización abarcará el
periodo comprendido desde el mes en que se realizó el pago de lo
indebido y hasta aquel en que la devolución esté a disposición del
contribuyente.
Para el caso de depósito en cuenta, se entenderá que la devolución
está a disposición del contribuyente, a partir de la fecha en que la
autoridad efectúe el depósito en la institución financiera que señale en
la solicitud de devolución o la institución que señale con motivo de
algún juicio de amparo en el que se hubiese ordenado la devolución, y
para el caso de devolución mediante cheque nominativo, en el
momento en que éste es emitido y se hace saber al contribuyente de
ello.
Para los fines de la actualización prevista en este artículo, se aplicará
el factor de actualización que se obtendrá dividiendo el INPC del mes
anterior al más reciente del periodo entre el citado índice
correspondiente al mes anterior al más antiguo de dicho periodo que

corresponda. Las contribuciones, los aprovechamientos, así como
las devoluciones a cargo del Fisco estatal, no se actualizarán por
fracciones de mes.
El INPC que debe aplicarse está referido al que en términos de las
disposiciones aplicables publique el lnstituto Nacional de Estadística y

Geografía. En los casos en que el índice correspondiente al mes
anterior al más reciente del período no haya sido publicado, la
actualización de que se trate se realizará aplicando el último índice
mensual publicado.

en que se determinó el saldo y en el pago de lo indebido desde el mes en que se efectuó
éste. Época: Novena Época. Registro: 162440.lnstancia: Segunda Sala. Tipo de Tesis:
Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX|ll, abril
de2011. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Tesis: 2a. XXXlll2}11. Página: 669.
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Los valores de bienes u operaciones se actualizarán de acuerdo con lo
dispuesto por este artículo, cuando las leyes fiscales así lo
establezcan. Las disposiciones señalarán en cada caso el período de
que se trate.
Las cantidades actualizadas conservan la naturaleza jurídica que
tenían antes de la actualización. El monto de éstas, determinado en los
pagos provisionales y del ejercicio, no será deducible ni acreditable.
Cuando el resultado de la operación a que se refiere el primer párrafo
de este artículo sea menor a 1, el factor de actualización que se
aplicará al monto de las contribuciones, aprovechamientos y
devoluciones a cargo del Fisco, así como a los valores de bienes u
operaciones de que se traten será de 1.
Para determínar el monto de las cantidades a que se refiere el párrafo
anterior, se considerarán, inclusive, las fracciones de peso; no obstante
lo anterior, dicho monto se ajustará para que las cantidades de 0.01 a
5.00 pesos en exceso de una decena, se ajusten a la decena inmediata
anterior y de 5.0'1 a 9.99 pesos en exceso de una decena, se ajusten a
la decena inmediata superior.
Cuando de conformidad con las disposiciones fiscales se deban
realizar operaciones aritméticas con el fin de determinar factores, las
mismas deberán calcularse hasta el diezmilésimo. Cuando el
diezmilésimo obtenido sea mayor a cinco, se ajustará la decena con un
punto hacia arriba, y si es igual o inferior a cinco, la decena quedará
como hubiere resultado. El resultado de estas operaciones será el
factor aplicable.

Artículo *47. Cuando no se cubran las contribuciones en la fecha y
dentro del plazo fijado en las disposiciones fiscales, además de
aclualizar su monto desde el mes que debió hacerse el pago y hasta
que el mismo se efectúe, deberán pagarse recargos por concepto de
indemnización al Fisco por la falta de pago oportuno.
Los recargos se calcularán sobre eltotaldel crédito fiscal y se causarán
hasta por cinco años y mientras subsistan las facultades de la autoridad
para determinar el crédito fiscal o para obtener su cobro mediante el
procedimiento administrativo de ejecución o, en su caso, mientras no
se haya extinguido el derecho del particular para solicitar la devolución
de cantidades pagadas indebidamente o de saldos a favor. En su
cálculo se excluirán los propios recargos, la indemnización a que se
refiere el sexto párrafo de este artículo, los gastos de ejecución y las
multas.
Cuando el pago hubiera sido menor al que corresponda, los recargos
se computarán sobre la diferencia.
Los recargos se calcularán aplicando al monto de las contribuciones
las tasas que fije anualmente la Ley de lngresos del Gobierno del
Estado de Morelos, para el caso de saldos insolutos por cada uno de
los meses transcurridos entre eltérmino señalado para el cumplimiento
de la obligación y la fecha en que se realice el pago o cuando se trate
de prórroga para la realización del pago o en el caso de pagos en
parcialidades.
Los recargos se causarán por cada mes o fracción que transcurra a
partir de la fecha de exigibilidad hasta que se efectúe el pago o hasta
su vencimiento.
Cuando los recargos determinados por el contribuyente sean inferiores
a los que calcule la oficina recaudadora, ésta deberá aceptar el pago y
procederá a exigir el remanente. La falta de pago inmediato de un
cheque expedido para cubrir un crédito fiscal por parte de la institución
a cuyo cargo se hubiere librado, dará derecho a la Secretaría a exigir
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del librador el pago del importe del mismo, los recargos y una
indemnización que será el 20o/o del valor del cheque, sin perjuicio de
que se tenga por no cumplida la obligación y se cobren los créditos,
recargos y sanciones que sean procedentes. Esta indemnización y los
demás créditos se harán efectivos mediante el procedimiento
administrativo de ejecución.
En caso de aprovechamientos, los recargos se calcularán de
conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo de este artículo.
Para el caso de las multas impuestas por infracciones a las
disposiciones legales o reglamentarias que no sean de carácter
fiscal, no se causarán recargos.

Artículo 48. Cuando el sujeto pasivo haya enterado cantidades
derivadas de operaciones que no produjeron los ingresos que se
gravaron, haya enterado cantidades en exceso de las que legalmente
estaba obligado, o su situación jurídica, o de hecho no coincidía con el
hecho que generó el crédito fiscal, y siempre que no haya habido
repercusión o traslación del crédito fiscal, tendrá derecho a la
devolución o compensación de las cantidades que pagó indebidamente
o en exceso.
Las autoridades fiscales están obligadas a devolver las
cantidades pagadas indebidamente y las que procedan de
conformidad con las leyes fiscales. La devolución podrá hacerse de
oficio o a petición del interesado. En caso de contribuciones que se
hubieran retenido o recaudado a terceros, la devolución deberá ser
solicitada y sólo se efectuará a los contribuyentes a quienes se les
hubiera retenido o recaudado la contribución de que se trate.
Tratándose de los impuestos trasladados, la devolución por pago de lo
indebido se efectuará a las personas que hubieran pagado el impuesto
a quien lo causó, siempre que no lo hayan acreditado; por lo tanto,
quien trasladó el impuesto, ya sea en forma expresa y por separado o
incluido en el precio, no tendrá derecho a solicitar su devolución.
Cuando la contribución se calcule por ejercicios únicamente se podrá
solicitar la devolución del saldo a favor de quien presentó la declaración
de su ejercicio, salvo que se trate del cumplimiento de resolución o

sentencia firme de autoridad competente, en cuyo caso podrá
solicitarse la devolución independientemente de la presentación de la
declaración.
Siel pago de lo indebido se hubiera efectuado en cumplimiento de acto
de autoridad, el derecho a la devolución nace cuando dicho acto
hubiera quedado sin efectos. Lo dispuesto en este párrafo no es
aplicable a la determinación de diferencias por errores aritméticos, las
que darán lugar a la devolución siempre que no haya prescrito la
obligación en los términos del último párrafo de este artículo.
Las autoridades fiscales podrán devolver una cantidad menor a la
solicitada por los contribuyentes, cuando con motivo de la revisión
efectuada a la documentación e información aportados por el
contribuyente que ya obren en su poder, exista cerieza que la cantidad
que se devuelve es la que corresponde. En este caso, la solicitud se
considerará negada por la parte que no sea devuelta, salvo que se trate
de errores aritméticos o de forma, en cuyo caso deberá comunicarse
esta circunstancia al interesado. Cuando las autoridades fiscales
mediante oficio regresen la solicitud de devolución a los contribuyentes,
se considerará que ésta fue negada en su totalidad. Para tales efectos,
las autoridades fiscales deberán fundar y motivar las causas que

sustentan la negativa parcial o total de la devolución respectiva.
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Cuando corresponda la devolución de una contribución, deberá
efectuarse dentro del plazo de tres meses siguientes a la fecha en que
se presentó la solicitud ante la autoridad fiscal competente, con todos
los datos, informes y documentos requeridos, incluyendo para el caso
de que se solicite la devolución para depósito en cuenta del solicitante,
los datos de la institución integrante del sistema financiero y el número
de cuenta para transferencias electrónicas del contribuyente en dicha
entidad financiera debidamente integrado, de conformidad con las
disposiciones del Banco de México, así como cualesquier otro dato o
constancia que se solicite en forma particular. El Fisco deberá pagar
intereses conforme a una tasa que será igual a la prevista para los
recargos, en términos del artículo 47 de este Código. Los intereses se
calcularán sobre las cantidades que procede devolver,
excluyendo los propios intereses, y se computarán desde que se
tenga derecho a la devolución hasta la fecha en que se efectúe la
misma o se pongan las cantidades a disposición del interesado.
Cuando las autoridades fiscales soliciten la colaboración de otras
autoridades estatales o municipales de acuerdo al artículo 86 del
presente Código, para determinar la procedencia de la devolución, se
suspenderán los plazos previstos en el párrafo anterior, para efectuar
la misma hasta en tanto se obtenga la información solicitada, debiendo
notificar dicha situación al solicitante de la devolución.
Tratándose de contribuciones que tengan un fin específico sólo podrán
compensarse contra la misma contribución.
En ningún caso los intereses a cargo del Fisco excederán de los que
se causen en los últimos cinco años.
Cuando las autoridades fiscales procedan a la devolución de
cantidades señaladas como saldo a favor en las declaraciones
presentadas por los contribuyentes, sin que medie más trámite que la
simple comprobación de que se efectuaron los pagos de contribuciones
que el contribuyente declara haber hecho, la orden de devolución no
implicará resolución favorable al contribuyente. Si la devolución se
hubiera efectuado y no procediera, se causarán recargos en los
términos del artículo 47 de este Código, sobre las cantidades devueltas
indebidamente y los posibles intereses pagados por las autoridades
fiscales, a partir de la fecha de la devolución.
La obligación de devolver las cantidades a favor de los contribuyentes
prescribe en cinco años a partir de que nació el derecho a la
devolución.

Artículo *50. Cuando el contribuyente presente una solicitud de
devolución que sea negada y posteriormente sea concedida por la
autoridad en cumplimiento de una resolución dictada en un recurso
administrativo o de una sentencia emitida por un órgano jurisdiccional,
el cálculo de los intereses, en términos del artículo 47 de este Código,
se efectuará a partir de:
l. Tratándose de saldos a favor o cuando el pago de lo indebido se
hubiese determinado por el propio contribuyente, a partir de la fecha
en que se hubiera presentado la solicitud de devolución, y
ll. Cuando el pago de lo indebido se hubiese realizado por haber sido
determinado por la autoridad, a partir de que se pagó dicho crédito.
Cuando no se haya presentado una solicitud de devolución de
pago de lo indebido y la devolución se efectúe en cumplimiento a
una resolución emitida en un recurso administrativo o a una
sentencia emitida por un órgano jurisdiccional, el cálculo de los
intereses se efectuará a partir de que se interpuso el recurso
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administrativo o, en su caso, la demanda deljuicio respectivo, por
los pagos efectuados con anterioridad a dichos supuestos.
Cuando el Fisco deba pagar intereses a los contribuyentes sobre
las cantidades actualizadas que les deba devolver, pagará dichos
intereses conjuntamente con la cantidad principal objeto de la
devol ución actualizada.
En el caso que las autoridades fiscales no paguen los intereses a que
se refiere este artículo, o los paguen en cantidad menor, se considerará
negado elderecho al pago de los mismos, en su totalidad o por la parte
no pagada, según corresponda.
La cantidad entregada al contribuyente en concepto de devolución, se
aplicará primero a intereses y, posteriormente, a las cantidades a que
por disposición de ley tenga derecho el contribuyente y a aquéllas que
fueron pagadas indebidamente. En caso que existan remanentes a

favor del particular, se deberán pagar intereses por éstos.

(Énfasis añadido)

De la transcripción que antecede, en lo que aquí

interesa, las autoridades fiscales están obligadas a devolver

las cantidades pagadas indebidamente y las que procedan

de conformidad con las leyes fiscales.3T

Los aprovechamientos deben actualizarse por el

transcurso del tiempo y con motivo de los cambios de precios

en el país.

Que, tratándose de devolución, la actualización

abarcará el período comprendido desde el mes en que se

realizó el pago de lo indebido y hasta aquel en que la

devolución esté a disposición del contribuyente.

Que, para los fines de la aclualizaciÓn prevista en el

artículo 46 del Código Fiscal del Estado de Morelos, se

aplicará el factor de actualización que se obtendrá dividiendo

el índice Nacional de Precios al Consumidor (INPC) del mes

anterior al más reciente del período entre el citado índice

37 ArtÍculo 48, segundo párrafo del Código Fiscal.
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correspondiente al mes anterior al más antiguo de dicho

período que corresponda.

Que las contribuciones, los aprovechamientos, así

como las devoluciones a cargo del Fisco estatal, no se

actualizarán por fracciones de mes. El INPC que debe

aplicarse está referido al que en términos de las disposiciones

aplicables publique el lnstituto Nacional de Estadística y

Geografía (lNEGl). En los casos en que el índice

correspondiente al mes anterior al más reciente del período no

haya sido publicado, la actualización de que se trate se

realizará aplicando el último índice mensual publicado.

Cuando no se cubran las contribuciones en la fecha y

dentro del plazo fijado en las disposiciones fiscales, además

de actualizar su monto desde el mes que debió hacerse el

pago y hasta que el mismo se efectúe, deberán pagarse

recargos por concepto de indemnización al Fisco por la falta

de pago oportuno; sin embargo, para el caso de las multas

impuestas por infracciones a las disposiciones legales o

reglamentarias que no sean de carácter fiscal, no se

causarán recargos.3s

Que, cuando no se haya presentado una solicitud de

devolución de pago de lo indebido y la devolución se efectúe

en cumplimiento a una resolución emitida en un recurso

administrativo o a una sentencia emitida por un órgano

jurisdiccional, el cálculo de los intereses se efectuará a partir

de que se interpuso el recurso administrativo o, ert su caso, la

38 ArtÍculo 47, primer y último párrafos del Código Fiscal del Estado de Morelos.
42



T}A
TRIBUNAL DE JUSTIC1A ADMINISTMTIVA

DEL ESTADO DE MORELOS

TJA/s"SERA/J DN -1 39 I 2024

demanda del juicio respectivo. Cuando el Fisco deba pagar

intereses a los contribuyentes sobre las cantidades

actualizadas que les deba devolver, pagará dichos intereses

conjuntamente con la cantidad principal objeto de la devolución

aclualizada.3e

Sobre estas bases, es procedente condenar a las

demandadas a la devolución de la cantidad enterada

debidamente actualizada, desde el mes en que se realizó el

pago (mayo de 2024), hasta el mes en que se cumpla con esta

sentencia; toda vez que las contribuciones, los

aprovechamientos, así como las devoluciones a cargo del

Fisco Estatal, no se actualizan por fracciones de mes.

Debiéndose ceñir a los lineamientos que se establecen en el

artículo 46 del Código Fiscal del Estado de Morelos.

En las relatadas consideraciones, es procedente

condenar a las demandadas al pago de intereses, los cuales

deberán calcularse a partir de que se interpuso la demanda (27

de mayo de 2024) y hasta que se cumpla con la sentencia;

debiendo pagar intereses sobre las cantidades actualizadas

que deba devolver, pagando dichos intereses conjuntamente

con la cantidad principal objeto de la devolución actualizada.

Esto en términos de lo que disponen los artículos 47,48 y 50

del Código Fiscal del Estado de Morelos.

En relación con el pago de recargos, es improcedente

su condena, ya que el último párrafo del artículo 47 del Código

Fiscal precitado, dispone que para el caso de las multas

3e Artículo 50, cuarto y quinto párrafo, del Código Fiscal
43



impuestas por infracciones a las disposiciones legales o

reglamentarias que no sean de carácter fiscal, no se causarán

recargos.

Condición de refutación en relación con el pago de

recargos.

Como condición de refutación40, no pasa inadveftida la

contradicción de tesis número 512018, resuelta por el Pleno del

Vigésimo Séptimo Circuito, publicada el viernes 18 de octubre

de 2019 a las 10.28 horas en el Semanario Judicial de la

Federación, con el rubro:

INTERESES Y RECARGOS AL DEVOLVER EL PAGO DE LO
INDEBIDO. MOMENTO EN QUE SE ACTUALIZA EL DEREGHO A
RECIB¡RLOS CON MOTIVO DE UN APROVECHAMIENTO CUANDO
No sE HAvA soLrcrrADo su DEVoLUcTót¡ y Ésra pRocEDA
EN cuMpLrMrENTo A LA sENTENctA DE uN ónce¡¡o
JUR¡sDrccroNAL (LEGrsLAclót¡ oel ESTADo DE QUTNTANA
ROO).

En la que se analizó en la ejecutoria, que era

procedente el pago de intereses y recargos, a partir de la

fecha de presentación de la demanda. Esto, al hacer una

interpretación relacionada de los artículos 2641, párrafos

a0 "Se dice que existen ciertas circunstancias extraordinarias o excepcionales que
pueden socavar la fuerza de los argumentos y a las que se denomina condiciones de

refutación (rebuttats)." Atienza, Manuel. Las razones del Derecho. Teorías de la

argumentación jurídica. Universidad Nacional Autónoma de México. lnstituto de
lnvestigaciones Jurídicas. Pá9. 87.
"Condiciones de refutación o de refutación. Son /as circunstancias extraordinarias o

excepcionales que pueden socavar la fuerza de los argumentos y que inciden en los

cuatificadores." Argumentación en el Amparo. Esquema Formal de los Conceptos de

Violación y las Sentencias de Amparo. Tron Petit, Jean Claude. Editorial Porrúa. 2009.
Pá9.42.

a1 Artículo 26. Las autoridades fiscales están obligadas a devolver las cantidades
pagadas indebidamente, a solicitud de parte interesada. La devolución se autorizará por

acuerdo dictado por la autoridad fiscal competente, de conformidad con el reglamento
interior de las Tesorerías Municipales y se hará efectivo mediante cheque expedido a
nombre del contribuyente, dentro del plazo de los tres meses siguientes a la fecha de
presentación de la sollcitud respectiva. La devolución será procedente únicamente,
cuando se hubiera acreditado el entero de las cantidades cuya devolución se solicite.
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primero y penúltimo, y 280', segundo párrafo, del Código

Fiscal Municipal del Estado de Quintana Roo, que permiten

establecer que el segundo de ellos puede aplicarse por

analogía a la devolución de los recargos que menciona el

primer dispositivo, y deberán ser cuantificados al igual que los

intereses, cuando su devolución sea en cumplimiento a una

sentencia emitida por un órgano jurisdiccional (cuando no

medió solicitud de devolución), desde que se promovió la

demanda del juicio relativo, tratándose de los pagos

efectuados con anterioridad a dicho supuesto y por los

posteriores, a partir de que se efectuó el pago.

Sin embargo, esa tesis no es aplicable al caso en

estudio, por dos razones: la primera, porque fue emitida por un

Pleno que no pertenece al Décimo Octavo Circuito, sino al

Vigésimo Séptimo Circuito; la segunda, porque en relación con

los "recargos", a diferencia del Código Fiscal del estado de

Quintana Roo, el Código Fiscal para el Estado de Morelos,

dispone en su aftículo 47, último párrafo, que para el caso de

las multas impuestas por infracciones a las disposiciones

tl
Si dentro del plazo a que se refiere el primer párrafo de este artÍculo no se efectúa la
devolución, la tesorería deberá pagar, excluyendo los propios intereses y se computarán
actualizaciones y recargos, conforme a lo dispuesto en los artículos 25 y 28 de este
código.
tl
42 Artículo 28. t...I
Cuando no se haya presentado una solicitud de devolución de pago de lo indebido y la
devolución se efectúe en cumplimiento a una resolución emitida en un recurso
administrativo o a una sentencia emitida por un órgano jurisdiccional, el cálculo de los
intereses se efectuará a partir de que se interpuso el recurso administrativo o, en su
caso, la demanda del juicio respectivo, tratándose de los pagos efectuados con
anterioridad a dichos supuestos. Por los pagos posteriores, a partir de que se efectuó
el pago.

tl
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legales o reglamentarias que no sean de carácter fiscal, ¡¡ose
causaran recaroos

lgual hipótesis está establecida en el Código Fiscal de

la Federación, en su artículo 21, noveno párrafo, que dispone

que'. "21. [ ..] No causarán recargos las multas no fiscales [...]"

Por lo tanto, como ya se ha dicho, el pago de recargos

es improcedente.

7. EFECTOS DEL FALLO

7.1 Se declara la nulidad lisa y llana de los actos impugnados

consistentes en:

"... a) La ilegal infracción de tránsito con número de folio
levantada a , el
día tres de mayo de dos mil veinticuatro, por el supuesto agente de
tránsito , con número de placa
adscrito a la Dirección de Policía Vial de la Secretaría de Protección y
Auxilio Ciudadano del Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos;

b) El ilegal pago realizado por 
por la cantidad de

 contenida en la factura serie  folio  de fecha
tres de mayo de dos milveinticuatro, emitido por la Tesorería Municipal
del Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos; y

c) El ilegat pago realizado por 
por la cantidad de 

, contenida en la factura serie folio , de fecha
tres de mayo de dos milveinticuatro, emitido por la Tesorería Municipal
del Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos..." (Sic).

Esto como lo solicitó la parte actora; lo anterior con

fundamento en el artículo 4 fracciÓn ¡l de la

LJUSTICIAADMVAEM,43 al estar este Tribunal dotado de

€ ARTíCULO 3. El Tribunal de Justicia Administrativa cuenta con las facultades,
competencia y organización que establece la Constitución Política de los Estados
t-inidos Mexicanos, la particular del Estado, esta Ley y la normativa aplicable; forma
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plena jurisdicción, autonomía e imperio suficiente para hacer

cumplir sus determinaciones.

7,2 En consecuencia, se condena a las autoridades

demandadas, a rembolsar a la parte actora:

Las cantidades de   
     y

  

 correspondientes al gasto efectuado con motivo

del pago por concepto de arrastre, maniobras de salvamento,

levantamiento de inventario y cuota de uso de corralón e

infracción número , de fecha tres de mayo de dos mil

vei nticuatro, respectivamente.

Es procedente condenar a las demandadas a la

devolución de las cantidades enteradas debidamente

actualizadas, desde el mes en que se realizó el pago (mayo

de 2024), hasta el mes en que se cumpla con esta sentencia;

Es procedente condenar a las demandadas al pago de

intereses, los cuales deberán calcularse a paftir de que se

interpuso la demanda (27 de mayo de 2024) y hasta que se

cumpla con la sentencia; debiendo pagar intereses sobre las

cantidades actualizadas que deba devolver, pagando dichos

intereses conjuntamente con la cantidad principal objeto de la

devolución actualiz ada.

parte activa del Sistema Estatal Anticorrupción y está dotado de plena jurisdicción,
autonomía e imperio suficiente para hacer cumplir sus determinaciones.
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El pago de recargos, es improcedente su condena,

ya que el último párrafo del artículo 47 del Código Fiscal

precitado, dispone que para el caso de las multas impuestas

por infracciones a las disposiciones legales o reglamentarias

que no sean de carácter fiscal, no se causarán recargos.

El pago a que fueron condenadas las demandadas, se

deberá enterar por medio de transferencia a la Cuenta de

Cheques BBVA Bancomer:  Clabe interbancaria

BBVA Bancomer: 5 a nombre del

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos,

RFC: , señalándose como concepto el número

de expediente TJA/S"SERA/JDN -13912024; comprobante que

deberá remitirse al correo electrónico oficial:

 y exhibirse ante

la Sala del conocimiento de este Tribunal, con fundamento en

lo establecido en el artículo 88 apaftado B del Reg/amento

lnterior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos.

7.3 Término para cumplimiento

Para efectos de dar cumplimiento a la presente

resolución, se concede a las autoridades demandadas, un

término improrrogable de diez días, contados a partir de que

cause ejecutoria la presente resolución, debiendo informar del

acatamiento del presente fallo a la Quinta Sala de este

Tribunal dentro del mismo plazo, apercibiéndolas de que en
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caso de no hacerlo se procederá a agotar el procedimiento de

ejecución de la sentencia en términos la legislación aplicable.

A dicha observancia están obligadas las autoridades,

que aún y cuando no han sido demandadas en el presente

juicio, por sus funciones deban intervenir en el cumplimiento

de esta sentencia.

En aval de lo afirmado, se invoca la siguiente tesis de

jurisprudencia, de rubro y texto siguientes:

AUTORIDADES NO STÑRIROAS COMO RESPONSABLES. ESTAN
OBLIGADAS A REALIZAR LOS ACTOS NECESARIOS PARA EL
EFICAZ CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO.44

Aun cuando las autoridades no hayan sido designadas como
responsables en eljuicio de garantías, pero en razón de sus funciones
deban tener intervención en el cumplimiento de la ejecutoria de
amparo, están obligadas a realizar, dentro de los límites de su

competencia, todos los actos necesarios para el acatamiento íntegro y

fiel de dicha sentencia protectora, y para que logre vigencia real y

eficacia práctica.

Por lo expuesto y fundado y además con apoyo en lo

dispuesto en los artículos 109 bis de la Constitución Política

del Estado Libre y Soberano de Morelos', los artículos '1, '18

inciso B fracción ll, sub inciso a), de la LORGTJAEMO 1, 3, 85

y 86 de la LJUSTICIAADMVAEM, es de resolverse y se:

8. PUNTOS RESOLUTIVOS

PRIMERO. Este Tribunal es competente para conocer y fallar

el presente asunto, en los términos precisados en capítulo 4

aa Época: Novena Época; Registro: 172605', lnstancia: Primera Sala; Tipo de Tesis:
Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicialde la Federación y su Gaceta, Tomo XXV,

Mayo de 2007; Materia(s): Común; Tesis: 1a.1J.5712007, Página. 144.
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de la presente resolución.

SEGUNDO. Son fundados los argumentos hechos

valer por la parte actora en contra de la autoridad, 

, Agente vial Autopatrullero Adscrito a
la Dirección de Policía Vial de la Secretaría de Protección
y Auxilio Ciudadano de Cuernavaca, Morelos, eh su

carácter de autoridad responsable de la emisión del acta de

infracción folio  de fecha tres de mayo del dos mil

veinticuatro, en términos de las aseveraciones vertidas en el

subcapítulo 6.4.

TERCERO. Con fundamento en lo previsto por la

fracción ll del aftículo 4 de la LJUSTICIAADMVAEM, se

declara la nulidad lisa y llana del acto impugnado consistente

en acta de infracción folio   de fecha tres de mayo del dos

mil veinticuatro.

CUARTO. Como consecuencia se condena a las

autoridades demandadas a rembolsar a la actora 

  las cantidades   

     y

    

 por concepto de arrastre, maniobras de

salvamento, levantamiento de inventario y cuota de uso de

corralón e infracción número , de fecha tres de mayo de

dos mil veinticuatro, respectivamente.

QUINTO.

devolución de

condena a

cantidades

Se

las

las demandadas a la

enteradas debidamente
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actualizadas, desde el mes en que se realizó el pago (mayo

de 2024), hasta el mes en que se cumpla con esta sentencia.

SEXTO. Se condena a las demandadas al pago de

intereses, los cuales deberán calcularse a partir de que se

interpuso la demanda (27 de mayo de 2024) y hasta que se

cumpla con la sentencia

SEPTIMO. En su oportunidad archívese el presente

asunto como total y definitivamente concluido.

9. NOTIFICACIONES

Notifíquese a las partes como legalmente corresponda

10. FIRMAS

Así por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los

integrantes del Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos, Magistrado Presidente GUILLERMO

ARROYO CRUZ, Titular de la Segunda Sala de lnstrucción;

Magistrada MONICA BOGGIO TOMASAZ MER¡NO, Titular de

la Primera Sala de lnstrucción; Magistrada VANESSA

GLORIA CARMONA VIVEROS, Titular de la Tercera Sala de

lnstrucción; Magistrado MANUEL GARCÍA QUINTANAR,

Titular de la Cuarta Sala Especializada en Responsabilidades

Administrativas y Magistrado JOAQUíN ROQUE GONZ ÁUez

CEREZO, Titular de la Quinta Sala Especializada en

Responsabilidades Administrativas quien emite voto

concurrente y ponente en el presente asunto; en términos de

la Disposición Transitoria Cuarta del decreto número 3448 por

el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
51



Ley orgánica del rribunal de Justicia Administrativa del Estado

de Morelos y de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos, publicada en el Periódico Oficial "Tierra y Libertad"

número 5629 de fecha treinta y uno de agosto de dos mil

dieciocho; ante ANABEL SALGADO CAPISTRÁN, Secretaria

General de Acuerdos, quien auloriza y da fe.

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

DEL ESTADO N PLENO.

MA

GUI RUZ

TITULAR DE LA SE SALA DE INSTRUCCIÓN
ú

MAGISTRADA

MONICA B TOMASAZ MERINO

TITULAR DE LA PRIMERA SALA DE INSTRUCCIÓN

GISTRA

VANESSA GLORIA CARMO

TITULAR DE LA TERCERA SALA

VIVEROS

RMO RO

L

EESIDOP
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MANU GARCIA QUINTANAR

TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA

EN RESPONSABILIDADES INISTRATIVAS

MAGI

UE GO

LAR DE LA QUINTA

EN RESPONSABILIDADES M¡NISTRATIVAS

SEC E G NERAL E ACUERDOS

ANABEL CAPISTRÁN

ANABEL SALGADO CAPISTRÁN, a General de Acuerdos de este Tribunal
de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, CERTIFICA: que estas firmas
corresponden a la resolución emitida por este de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos, en el expediente núm ero ERA/J DN-1 3912024, promovido
por 

 contra actos delA DE TRÁNSITO
ADSCRITO A LA RECCI DE POLICíA VNL DE LA SECRETAR|A DE

PROTECCTÓN V eUXlLlO C DEL AYUN IENTO DE CUERNAVACA,
MORELOS Y OTRO, misma bada en Ses de Pleno de fecha quince de

enero de dos mil veinticin

MGOV/dmg

VOTO CONCURRENTE Q RMULA EL MAGISTRADO

J

TITU

TITULAR DE LA QUINT
RESPONSABILIDADES AD

LEZ CEREZO
I

ESPECIALIZADA

SALA ESPECIAL¡ZADA EN
NISTRATIVAS DEL TRIBUNAL
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DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE
MoRELos, JoAeuíN RoeuE GoNzÁrezcEREzo EN EL
EXPEDIENTE ruÚn¡e Ro TJA/SaSERA/JDN.13gI2o24,
pRoMovtDo poR 

 EN
CoNTRA DEL AGENTE DE TRÁrusITo MANUEL
BARRTENToS cAMpos, ADscRtro A LA DtREcclór.l oe
por-rcin vtAL DE LA sEcRETnnía DE pRorecclóN y
AUXILIO CIUDADANO DEL AYUNTAMIENTO DE
cUERNAVAcA, MoRELos V orno.

t.

¿Qué r.g5;glyimos? 'tt 
f . -\F.....r.r.qfn..€i.*riaü¡.

En el presente juicio Se resolvió la nulidad lisa y llána del acto

impugnado consistente en la boleta de infracción con número

de folio   levantada en fecha tres de mayo de dos mil

veinticuatro, por el agente vial auto patrullero 

 , en consecuencia, los recibos oficiales

emitidos por la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento

Constitucional de Cuernavaca, Morelos, con números de folios

 y ; condenando a rembolsar a la actora

, las cantidades de 

  

 y    

    correspondientes al gasto efectuado

con motivo del pago por concepto de arrastre, maniobras de

salvamento, levantamiento de inventario y cuota de uso de

corralón e infracción número , de fecha tres de mayo de

dos mil veinticuatro, respectivamente, misma que deberá

cubrirse debidamente actualizada, desde el mes en que se

realizó el pago (mayo de dos mil veinticuatro), hasta el mes en

que se cumpla con esta sentencia; así como al pago de

a5 Denominación correcta de cargo y del nombre del elemento de seguridad de
conformidad al escrito de contestación a foja 42.
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intereses, los cuales deberán calcularse a paftir de que se

interpuso la demanda (veintisiete de mayo de dos mil

veinticuatro) y hasta que se cumpla con la sentencia.

Por lo que, en ese sentido, el suscrito Magistrado

comparto el proyecto de sentencia presentado.

¿Por qué se emite el presente voto?

Se emite el presente voto, en raz6n de que en el proyecto se

omite dar cumplimiento al último párrafo del artículo 89 último

párrafoa5 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos, el cual establece que en las sentencias que se dicten

por este Tribunal, deben indicar, si en su caso existió por parte

de las autoridades demandadas en sus acciones u omisiones,

violación a lo dispuesto por la Ley Estatal de

Responsabilidades de los Servidores Públicos47, y las relativas

al Sistema Estatal Anticorrupción; obligaciÓn además,

establecida en el artículo 49 fracción ll de la Ley General de

Respons abilidades Administrafivasas;lo que se puso de

conocimiento del Pleno del Tribunal para que se diera vista al

ou ARTíCULO 89.- Las sentencias deberán ocuparse ...

Las Sentencias deben de indicar en su caso si existió por parte de las Autoridades
demandadas en sus actuaciones o por omisiones violaciones a la Ley Estatal de

Responsabilidades de los Servidores Públicos y las relativas al Sistema Estatal
Anticorrupción, el Pleno del Tribunal deberá dar vista a los órganos internos de control
correspondientes o a la Fiscalía Anticorrupción para que efectúen el análisis de la vista
ordenada en la resolución y de ser viable realicen las investigaciones correspondientes
debiendo de informar el resultado de las mismas al Tribunal de Justicia Administrativa.

ai Actualmente Lev de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Morelos.
en vigor a partir del 19 de julio del 2017. Periódico Oficial 5514, publicado en esa
misma fecha.

a8 "Artículo 49. lncurrirá en Falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones

incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes:
t...
ll. Denunciar los actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones llegare a advertir, que puedan co

Faltas administrativas, en términos del artículo 93 de la presente Ley;
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organo lnterno de control y se efectuarán las investigaciones

correspondientes.

¿Cuáles son las particularidades del presente asunto que

se toman en cuenta para el dictado del presente voto?

Lo anterior es así, pues tal como se advierte, del presente

asunto existen presuntas irregularidades cometidas por la
conducta observada del agente vial auto patrullero; 

 ya que, si bien el acta de infracción tiene

una serie de fundamentos legales, de ninguno de ellos se

advierte el sustento legal de la competencia del Agente de

Tránsito y Vialidad, con número de identificación 07407, para

que elaborara el acta de infracción número  , de fecha tres

de mayo de dos mil veinticuatro.

Además, la cita que hizo el elemento  

 de los preceptos legales para sustentar los hechos

constitutivos de la infracción, si bien citó los artículos 7 del

REGTRANVIACVA, y el artículo 69, de la Ley de lngresos del

Municipio de Cuernavaca, Morelos, que señala las cuotas

relativas a infracciones de la norma antes mencionada; sin

embargo, en el caso de no indicó el año a que correspondía y

ambos preceptos establecen múltiples fracciones, por lo que

se trata de una norma compleja, porque prevé una pluralidad

de competencias o facultades a favor de la autoridad

demandada, que constituyen aspectos independientes unos

d otros

rones que provocaron que mediante la presente

declare procedente el juicio de nulidad y, en

56
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consecuencia la devolución las cantidades de  

      y

  

 correspondientes al gasto efectuado con motivo

del pago por concepto de arrastre, maniobras de salvamento,

levantamiento de inventario y cuota de uso de corralÓn e

infracción número , de fecha tres de mayo de dos mil

veinticuatro, mismas que deberán cubrirse debidamente

actualizada, desde el mes en que se realizó el pago (mayo de

dos mil veinticuatro), hasta el mes en que se cumpla con esta

sentencia; así como al pago de intereses, los cuales deberán

calcularse a partir de que se interpuso la demanda (veintisiete

mayo de dos mil veinticuatro) y hasta que se cumpla con la

sentencia.

Ocasionando un menoscabo al erario del Ayuntamiento

de Cuernavaca, Morelos y que, de seguirse repitiendo

pudieran causar se sigan perdiendo los juicios, así como la

emisión de condenas económicas en detrimento de la

institución. Omisión que puede constituir violaciones al

ejercicio del servicio público.

¿Qué propone el suscrito Magistrado?

En razón de lo anterior, se considera que era pertinente dar

vista a la Contraloría Municipal del Ayuntamiento d

Cuernavaca, Morelos, para que en términos de los artíc
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844e,86 fracciones V y V¡so de la Ley Orgánica Municipal det

Estado de Morelos, efectuaran las investigaciones necesarias

para delimitar las responsabilidades de los servidores públicos,

que de acuerdo a su competencia o funciones pudieran verse

involucrados en las presuntas irregularidades antes

señaladas.

Siendo aplicable al presente asunto de manera

orientadora la tesis aislada de la Décima Época, Registro.

2017179, lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de

Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la

Federación, Libro 55, Junio de 2018, Tomo lV, Materia(s):

Común, Tesis: 1.3o.C.96 K (10a.), Página'. 3114, la cual a la

letra dice:

PRESUNTOS ACTOS DE CORRUPCION ADVERTIDOS DEL
EXpEDTENTE. EL JUEI DE AMpAno esrÁ FAcULTADo pARA
DAR VISTA OFICIOSAMENTE A LA AUTORIDAD COMPETENTE
PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HUBIERA LUGAR5I.

Si de las constancias de autos y de las manifestaciones de las partes
se advierten presuntos actos de corrupción cometidos, ya sea entre las

re Arfículo *84.- La Contraloria Municipal, es el órgano encargado del control,
inspección, supervisión y evaluación del desempeño de las disiintas áreas de la
Administración Pública Municipal, con elobjeto de promover la productividad, eficiencia,
a través de la implantación de sistemas de control interno, siendo el órgano encargado
de aplicar el cumplimiento de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores
Públicos.

s0 Artículo *86.- Son atribuciones del Contralor Municipal;

V. Recibir quejas o denuncias en contra de los Servidores Públicos Municipales y
sub$anciar las investigaciones respectivas, vigilando en todo momento elcumplimiento
de las obligaciones que impone la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores
PÚ

n el caso en que el servidor público denunciado o del que verse la queja sea de
pular, el Contralor Municipal turnará la queja o denuncia al Pleno del

a fin de que éste la resuelva. En el procedimiento que se lleve, no
participará el furiciona¡io denunciado;

5l TERCER TRIBUNAL CoLEGIADo EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 40512016.24 de agosto de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Paula
María García Villegas Sánchez Cordero. Secretaria: María Alejandra Suárez Morales.
Esta tesis se publicó el viernes l5 de junio de 2018 a las 1Q:21 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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partes o entre las partes y los operadores de justicia, el juzgador de
amparo está facultado para dar vista oficiosamente a la autoridad
competente para los efectos legales a que haya lugar. Por tanto,
aunque no sea litis en eljuicio de origen la cuestión del presunto acto
de corrupción, sino la prestación de servicios profesionales entre el
quejoso y su abogado patrono como tercero interesado, el Juez
constitucional debe actuar en ese sentido.

CONSECUENTEMENTE SOLICITO SE INSERTE EN LA
SENTENCIA DE MÉRITO LO ANTES EXPRESADO PARA
QUE FORME PARTE INTEGRANTE DE MANERA TEXTUAL.

FIRMA EL PRESENTE ENGROSE EL MAGISTRADO
JOAQUíN ROQUE GONZ AIEZ CEREZO, TITULAR DE LA
QUINTA SALA ESPECIALIZADA EN RESPONSABILIDADES
ADMINISTRATIVAS; ANTE LA SECRETARIA GENERAL DE
ACUERDOS, ANABEL SALGADO CAPISTRÁN, QUIEN DA
FE.

MAG T

UE GO ZALEZ CEREZO
TITULAR DE LA QUINTA ESPECIALIZADA EN

MINISTRATIVASRESPONSABILID E

SE TA A GEN L DE ACUERDOS

ANAB GADO CAPISTNÁ¡¡
ANABEL SALGADO CAPI
de Justicia Adm inistrativa

, Secretaría Generalde Acuerdos delTribunal

hoja de firmas, correspond
I Estado de Morelos, CERTIFICA: Que la presente
al voto concurrente que formula el Titular de la

Quinta Sala Especializada en Responsabilidades Administrativas del Tribunal
de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, JOAOUíN ROQUE
GONZÁLEZ CEREZO; en el expediente número TJA/s"SERA/JDN-139t2024,
promovido por 

TRANSITO 
DE POL¡CIA VIAL D
CIUDADA DEL
OTRO; mism
veinticinco

 EN CONTRA DEL AGENTE DE
 ADSCRITO A LA DIRECCIÓN

SECRETAR¡A DE PROTECCION Y AUXILIO
AMIENTO DE CUERNAVACA, MORELOS Y

P/eno de fecha qulnce de enero de dos mil

JRGC/m
v

aprobada en
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“En términos de lo previsto en los artículos 3 fracciones IX y X y 6 de la Ley General de Protección de Datos Personales en 
Posesión de Sujetos Obligados; 3 fracción XXI, 68 fracción VI, 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública; y 3 fracciones XXV y XXVII, 49 fracción VI, 84, y 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Moleros, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como 
reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.




